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El señor Sergio Wilder Malpartida Sagastegui interpuso demanda de Otorgamiento de 
Escritura Pública contra la empresa Constructora Inmobiliaria Buenaventura S.R.L., a 
fin que cumpla con otorgar documento de escritura pública tanto del departamento Nº 
102, así como del estacionamiento Nº 8, por considerar su derecho a mérito de los 
contratos de compraventa celebrado entre las partes y, más aún, cuando los precios de 
los bienes se encuentran íntegramente cancelados. 
 
 
Al respecto los órganos jurisdiccionales en sus dos instancias se pronunciaron con 
sentencias contradictorias, en vista que, amparada la demanda por el órgano 
jurisdiccional de primera instancia, el órgano superior, en fundamento contradictorio, 
declaró nula la sentencia emitida por el A quo, ordenando emitir una nueva resolución. 
 
 
Esta última decisión judicial, originó la interposición del recurso extraordinario de 
casación, la cual fue declarada fundada por el supremo órgano jurisdiccional, 
ordenando que la sala de su procedencia vuelva a expedir nueva resolución con 
arreglo a derecho. 
 
 
Finalmente, la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, en segundo 
pronunciamiento, confirmó la sentencia emitida por el A quo, por la que se declaró 
fundada la demanda de Otorgamiento de escritura pública. 
 
 
PALABRAS CLAVES: Contrato de compraventa, Transferencia de Propiedad, 








Con fecha 17 de enero del 2003, subsanada el 29 de enero del mismo año, el Señor 
Sergio Wilder Malpartida Sagastegui, interpone demanda de Otorgamiento de Escritura 
Pública contra la empresa Constructora Inmobiliaria Buenaventura S.R.L., a fin de que 
cumpla con otorgar las escrituras públicas de compraventa del departamento, así como 
del estacionamiento, ambos ubicados en la Calle Doña Nora Nº 158, (Manzana B2, 
Lote 2), signado el primero como Departamento 102 y el segundo como el 
estacionamiento Nº 08 de la Urbanización Los Rosales, Santiago de Surco. 
 
 




- El demandante alega que con fecha 25 de mayo de 1995, las partes suscribieron 
contratos de compraventa, referidos al departamento N° 102 y el estacionamiento 
Nº 08, que se construiría en el lote de terreno de propiedad de la demandada. 
 
- Que habiéndose celebrado minutas de compraventa con fecha 13 de febrero del 
2002, en el que, según clausula quinta se da cuenta que el precio de los bienes 
se encuentra íntegramente canceladas, el cual es señal de conformidad la firma 
de ambas partes. 
 
- Sin embargo, es el caso que, habiéndose cancelado íntegramente el precio de los 
bienes, la demandada se niega a otorgar documento de escritura pública, en tanto 
que, a la interposición de la demanda, aún no ha cumplido en formalizarlo. 
 
- Por tales fundamentos es que interpone demanda de otorgamiento de escritura 
pública, a fin que la parte demanda cumpla con su obligación de formalizar 
referido documento, a mérito de los artículos 1412, 1529, 1549 y 1551 del Código 
 
Civil, referidos al derecho de exigir el cumplimiento de la formalidad del contrato, 
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la definición de compraventa, las obligaciones del vendedor y la entrega de 
documentos y títulos de propiedad. 
 
- Concluye finalmente que, según cláusula tercera de la respectiva minuta de 
compraventa del estacionamiento, se suscitó una variación en la numeración del 
estacionamiento, por cuanto su número inicial fue el número tres, y 
posteriormente fue consignado con el número ocho, no habiendo cambiado el 





















































Con fecha 07 de marzo del 2003, la demandada Constructora Inmobiliaria 
Buenaventura S.R.L., con RUC. Nº 20112400118, inscrita en la Partida Electrónica Nº 
03029020 del Registro de Personas Jurídicas de Lima, debidamente representada por 
su gerente general Juan Fernando Vargas Valdez, se apersonó al proceso y contestó 
la demanda, a razón de los siguientes fundamentos: 
 
 




- El demandado alega que su representada y la sociedad conyugal conformada por 
el Sr. Sergio Wilder Malpartida Segastegui y la Sra. Eugenia Lourdes Mini Lurita 
celebraron contratos de compraventa respecto del departamento Nº 102 y del 
estacionamiento Nº 03, mediante documentos de fecha 25 de mayo de 1995, de 
los cuales el precio de dichos bienes se encuentra debidamente cancelados. 
 
- Sin embargo, alega que los bienes que se vendieron tuvieron la calidad de futuros 
al momento de la celebración de los contratos, en tanto que estos tuvieron 
existencia en forma posterior a su celebración. 
 
- Por otro lado, refiere que según cláusula segunda del contrato de compraventa 
del departamento Nº 102, se estableció que una vez que el edificio este 
íntegramente concluido e inscrita la Declaratoria de Fábrica, Reglamento Interno e 
Independización, la empresa recién podrá extender documentación definitiva. 
 
- Que, conforme a cláusula décimo tercera del referido contrato, los señores 
Malpartida-Mini, están obligados a pagar los gastos que acarree la elaboración de 
la Declaratoria de Fábrica en una ava parte, cláusula que los demandantes han 
 
incumplido al no pagar el importe de dicho concepto. 
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- Así mismo alega que, con fecha 13 de febrero del 2002, las partes suscribieron 
Minutas de compraventa, en el que se consigna, que el pago de los gastos que 
acarree la elaboración de la declaratoria de fábrica, estarían a cargo del 
comprador. 
 
- En ese sentido, concluyó, que mientras los demandantes no cumplan con 
cancelar el importe que les corresponde por los gastos de la elaboración de la 
Declaratoria de Fábrica, ascendente a US$ 400 Cuatrocientos Dólares 
Americanos, se suspenden en emitir Otorgamiento de Escritura Pública, a mérito 
de los artículos 1534 y 1426 del Código Civil, referido a los bienes futuros y al 















































Con fecha 20 de marzo del 2003, la Dra. Irma Cárdenas Cabrera abogada del señor 
Sergio Malpartida Sagastegui, en los seguidos contra Constructora Inmobiliaria 
Buenaventura S.R.L.TDA., absuelven traslado de la contestación de la demanda, a 
razón de los siguientes fundamentos: 
 
 
- En principio considera que, el invocado artículo Nº 1426 del Código Civil, resulta 
inaplicable al caso de en particular; en cuanto que, dicha norma material tiene 
como requisito, sine qua non, el que por pacto expreso o norma legal, se trate de 
prestaciones que deban cumplirse simultáneamente. 
 
- Que no está pactado en cláusula alguna, que el pago por la elaboración de la 
Declaratoria de Fábrica en la ava parte, deba pagarse simultáneamente con la 
firma de la Escritura Pública. 
 
- Resaltando, que conforme a la contestación de la demanda, a la fecha no se ha 
elaborado la Declaratoria de Fábrica, tampoco se ha efectuado la liquidación 
convencional de la suma que le correspondería pagar a su patrocinado, ni mucho 
menos se ha manifestado conformidad sobre el monto de la eventual liquidación, 
el que desde ya consideran de exorbitante y desproporcional a la prestación; 
como también, no se ha determinado el número de propietarios entre los que se 
deberá prorratear el costo de las declaratorias y, tampoco que el demandado sea 
la encargada de elaborar dichas Declaratorias de Fábrica. 
 
- Que, muy por el contrario, la obligación de formalizar escrituras públicas, está 
expresamente determinado por norma legal imperativa – artículo 1549 del Código 
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Civil, el cual establece que ¨es obligación esencial del vendedor perfeccionar la 
transferencia de la propiedad del bien¨. 
 
- Aunado a ello alegó, que la demandada sin que mediara pacto de obligación 
simultánea, pretende sustraerse de la firma de Escritura pública, requiriendo un 
pago – no cuantificado contractualmente – de cuatrocientos dólares americanos, 
requerimiento que desde ya consideran ilícito, el cual, si bien esta puede ser 
apreciada por el juzgado, no exonera al demandado en su obligación de 
formalizar documento de escritura pública. 
 
- Concluye finalmente, que la demandada distorsiona los alcances de la cláusula 
segunda de las minutas, pues existe diferencia sustancial entre entregar un 







































3. CONCORDANCIAS Y CONTRADICCIONES ENTRE LOS HECHOS 







- El demandante y demandado reconocen mutuamente la celebración del contrato 
de compraventa de bien inmueble y la suscripción de las respectivas Minutas, 
respecto del departamento y estacionamiento, ubicados en la Calle Doña Nora Nº 
158, (Manzana B2, Lote 2), signado el primero como Departamento 102 y el 
segundo como el estacionamiento Nº 08 de la Urbanización Los Rosales, del 
distrito de Santiago de Surco. 
 
- Ambas partes reconocen en afirmar que el precio de venta de los inmuebles, se 
encuentran íntegramente cancelados, el cual se puede verificar según la cláusula 
quinta de las respectivas minutas de compraventa. 
 
- Las partes reconocen la obligación contenida en la cláusula décimo tercera del 
contrato de compraventa, referidos a que los gastos que ocasione elevar la minuta 
a Escritura Pública, así como una copia de la escritura para ¨la vendedora¨ y 
elaboración de la Declaratoria de Fábrica, estarían a cargo del comprador. 
 
- Las partes coinciden en afirmar, que la compraventa del estacionamiento sigue 
siendo el mismo, en vista que, solo se suscitó una variación en la designación del 
bien, mas no así del bien materia de transacción. Hecho que se puede verificar de 















- El demandante señala que el artículo invocado por la parte demandada (artículo 
1426 del Código Civil), resulta de inaplicable al caso en particular, pues dicha 
norma tiene como requisito, sine qua non, el que por pacto expreso o norma legal 
se traten de prestaciones que deban de cumplirse simultáneamente. No obstante, 
y en posición diferente el demandado consideró, que dicha norma si justifica la 
suspensión de su obligación de formalizar documento de escritura pública. 
 
 
- El demandante y demandado hacen una interpretación distinta de la cláusula 
segunda de las minutas de compraventa, el cual establece: ¨Una vez que el 
edificio este íntegramente concluido e inscrita la Declaratoria de Fábrica, 
Reglamento Interno e Independización, la empresa recién podrá extender 
documentación definitiva ¨. 
 
 
Al respecto, el demandado, por documentación definitiva hace referencia al 
documento de escritura pública; mientras que, para el demandante, esta no se 
refiere a dicho documento, sino más bien, a documentos y títulos relativos a la 
propiedad como por ejemplo: La Resolución de Recepción de obra, Reglamento 
Interno, Inscripciones registrales de estos conceptos y de Independización, 
entrega de planos y memorias descriptivas referentes a las instalaciones 
sanitarias y eléctricas, etc. Obligación prevista en el artículo Nº 1551 del Código 
Civil, aunado al hecho de que existe diferencia sustantiva entre otorgar 










Con fecha 12 de mayo del 2003, siendo las nueve con treinta horas de la mañana, ante 
el Quincuagésimo Noveno Juzgado Especializado en lo Civil de Lima, se hicieron 
presente, por la parte demandante el Sr. Sergio Wilder Malpartida Sagastegui, 
asesorado por la letrada Doctora Irma Isabel Cárdenas Cabrera con registro del CAL. 
Nº 25199, y por la parte demandada su apoderada Caroline Yngrid Liendo Lency 
identificada con DNI. 10055810 y con Registro de CAL. Nº 31256, a efectos de llevarse 
a cabo la audiencia programada: 
 
 
4.1 SANEAMIENTO PROCESAL 
 
- Habiendo concurrido los presupuestos procesales y condiciones de la acción y no 
habiendo formulado excepción ni defensas previas por la parte demandada, la 
Señora Juez dio por saneado el proceso; y, consecuentemente, la existencia de 





- Se exhorto a las partes arribar a una conciliación, a fin de que puedan solucionar 
sus controversias de conformidad con lo regulado por el numeral 555º del Código 
Procesal Civil, por consiguiente, la Señora Juez propuso como fórmula 
conciliatoria lo siguiente: ¨Que se conceda un plazo de Quince Días a la parte 
demandada para que otorgue Escritura Pública a favor de la parte demandante¨. 
 
- Preguntada a la parte demandante de estar conforme manifestó estar de acuerdo 
con la propuesta conciliatoria, ratificando además su voluntad de pagar la parte 
proporcional que le corresponde por la elaboración de la Declaratoria de Fábrica, 
 
previa liquidación sustentada de dicho concepto, solicitando además el pago de 
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las costas y costos del proceso, renunciando a los daños y perjuicios que la 
omisión de otorgar Escritura Pública le pudo generar. 
 
- En ese sentido, la parte demandada al no estar de acuerdo, solicito un plazo 
mayor de sesenta días para la formalización del otorgamiento de escritura púbica, 
el cual conllevo a no poder arribarse a una conciliación y continuar con la 
siguiente etapa del proceso. 
 
 
4.3 FIJACIÓN DE PUNTOS CONTROVERTIDOS 
 
Se fijaron como puntos controvertidos lo siguiente: 
 
A) Determinar si la parte demandada está en la obligación de otorgar Escritura 
Pública de compraventa del Departamento, así como del Estacionamiento 
ambos ubicados en la Calle Doña Nora Nº 158, (Manzana B2, Lote 2), signado 
el primero como Departamento 102 y el segundo como el estacionamiento Nº 
08 de la Urbanización Los Rosales, del distrito de Santiago de Surco. 
 
B) Determinar si la falta de pago en la ava parte de la elaboración de la 
Declaratoria de Fábrica constituye causal para suspender la formalización de 
la Escritura Pública. 
 
 






Se admiten los medios probatorios ofrecidos en el escrito de la demanda, en el 
rubro medios probatorios, el cual consigna lo siguiente: 
- Contratos de compraventa de fecha 25 de mayo de 1995. 
 




- Recibos únicos de caja expedidos por la municipalidad de surco por 
concepto de impuesto predial año 2002. 
 
- Constancia expedida por la Municipalidad de Santiago de Surco de la 
Oficina de Rentas por la cual se da cuenta que el demandante con Código 
de Contribuyente 105798, registró de su propiedad tanto el departamento 
como el estacionamiento objetos materia de transferencia de propiedad. 
 
- Copia Literal de la Ficha Nº 1313389 del Registro de la Propiedad Inmueble 





Se admiten los medios probatorios ofrecidos en la contestación de la demanda, en 
el rubro de medios probatorios, el cual consigna lo siguiente: 
 
- Contratos privados de compraventa de fecha 25 de mayo de 1995. 
 






- Concluida la actuación de los medios probatorios respectivos, y no habiéndose 
hecho uso de la palabra, de conformidad con lo regulado por el numeral 555º del 
Código Procesal Civil, la Señora Juez comunica a las partes que la judicatura se 
reserva termino de ley para expedir sentencia, quedando las partes concurrentes 
debidamente notificadas, acto que dio por concluida la presente audiencia, 















5.1 SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 
 
Con fecha 26 de junio del 2003, el Quincuagésimo Noveno Juzgado Civil de Lima, 
declaró FUNDADA la demanda de Otorgamiento de Escritura Pública, ordenando 
que la parte demandada Constructora Inmobiliaria Buenaventura S.R.L.tda, cumpla 




- Resulta de aplicable el artículo 1529 del Código Civil, el cual refiere que: ¨Por la 
compraventa el vendedor se obliga a transferir la propiedad de un bien al 
comprador y éste a pagar su precio en dinero¨. Siendo además que los contratos 
son obligatorios en cuanto se haya expresado en ellos tal como lo prevé el 
numeral 1361º del Código Civil. 
 
- Que no habiendo sido objeto de tachas los Contratos y Minutas de compraventa, 
se da por acredita la relación jurídica contractual entre las partes. 
 
- En ese sentido, según cláusula quinta de las respectivas minutas, la demandada 
declara que, el precio de los bienes se encuentra íntegramente cancelados y que 
no existe ninguna deuda o saldo pendiente a cargo de los compradores, por lo 
que es constancia de cancelación la sola firma de su representante al pie de 
dichos documentos. 
 
- Que, si bien la demandada al momento de contestar la demanda alegó que, los 
bienes que se vendieron a los demandantes tuvieron la calidad de futuros, a la 
celebración de las minutas se puede establecer claramente la existencia de los 
mismos; por consiguiente, no ser válido el referido argumento para justificar la 
 
falta de otorgamiento de escritura pública. 
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- Que si bien de la cláusula décimo tercera se desprende la obligación por parte del 
comprador en asumir los gastos que acarree la elaboración de la Declaratoria de 
Fabrica en una ava parte, dicha obligación no constituye una condición 
suspensiva, pues no se verifica que en dicha cláusula se haya condicionado el 
pago del mismo al otorgamiento de la escritura pública. 
 
- Siendo que, conforme a la cláusula quinta de las respectivas minutas, los precios 
de los bienes han sido cancelados íntegramente y según el exordio de las 
mismas, las partes solicitan al Señor Notario Público se eleve está a escritura 
pública, en plena manifestación de voluntad clara y expresa de las partes. 
 
- En ese sentido este órgano jurisdiccional consideró, que el demandante ha 
adquirido el dominio de los inmuebles con la firma de los contratos y minutas de 
compraventa, siendo la elevación a escritura pública una formalidad que debe de 
cumplir la demandada, a mérito de los artículos 1529 y 1549 del Código Civil. 
 
- Por dichos fundamentos este órgano jurisdiccional de primera instancia, declaró 
fundada la demanda de otorgamiento de escritura pública; ordenando, que la 
parte demandada cumpla con otorgar las escrituras públicas, bajo apercibimiento 
de ser otorgada por el juzgado en su rebeldía, con expresa condena de los costos 





















5.2 SENTENCIA DE LA SALA SUPERIOR – SEGUNDA INSTANCIA 
 
Con fecha 29 de setiembre del 2003, la Primera Sala Civil de la Corte Superior de 
Justica de Lima, decidió declarar NULA la sentencia emitida por el A quo; 
ordenando, se expida nueva resolución a razón de los siguientes fundamentos: 
 
 
- Este órgano superior consideró, que según lo establecido por el artículo III del 
Código Procesal Civil, la finalidad concreta del proceso civil es resolver el conflicto 
de intereses; sin embargo, mediante la resolución impugnada no se advierte la 
solución del conflicto materia del presente proceso. 
 
- Al respecto consideró, que los contratos de compraventa fueron celebrados sobre 
inmuebles que componen un proyecto inmobiliario, en el que se construyeron 
locales comerciales, oficinas, departamentos y zonas de estacionamiento lo cual 
irroga diversos gastos y que no han sido convenidas por las partes. 
 
- Que, según clausula Décimo Tercera del departamento se convino que todos los 
gastos que ocasione elevar la minuta a escritura pública, así como una copia de la 
escritura para la vendedora y la elaboración de la declaratoria de fábrica estarían 
a cargo del comprador; al igual que, los pagos por derechos notariales, 
registrales, alcabala, impuesto general a las ventas y suministro eléctrico. 
 
- Que en igual sentido según clausula novena del contrato de compraventa del 
estacionamiento, se estableció, que estará a cargo de los compradores todos los 
gastos que origine la celebración del presente contrato, incluyendo los gastos 
notariales, registrales y el impuesto de alcabala que grave la transferencia. 
 
- En ese sentido, este órgano jurisdiccional coligió que existió una obligación 
convenida de compartir gastos entre comprador y vendedor; y que 
específicamente el gasto de la elaboración de la declaratoria de fábrica estaría a 
 
cargo del comprador. 
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- En consecuencia, concluyó, que mientras el demandante no cumpla con su 
obligación que como comprador le corresponde, en relación a los gastos por la 
elaboración de la declaratoria de fábrica, no se puede ordenar el otorgamiento de 
la escritura pública. 
 
- Que en igual forma debe determinarse como es que se han venido cumpliendo 
dichas obligaciones en vista de que eran varios, debiendo determinarse la cuota 
que le corresponde abonar al demandante por referido concepto. 
 
- Adicionando, además, que el A quo en uso de sus facultades conferidas en el 
artículo 194 del Código Procesal Civil, disponga las pruebas de oficio que sean 
necesarias, a fin de resolver la controversia en particular. 
 
- Por los referidos fundamentos, declaró nula la sentencia emitida por el órgano 
jurisdiccional de primera instancia; ordenando, se emita nueva resolución en 






































Con fecha 02 de diciembre del 2003, Sergio Wilder Malpartida Segastegui, 
interpone recurso extraordinario de casación, contra la sentencia de vista de fecha 
29 de setiembre del 2003, a razón de los siguientes fundamentos: 
 
 




- El demandante alega que se ha inaplicado lo dispuesto en los artículos 1412 y 
1549 del Código Civil, normas de orden público y obligatorio cumplimiento que 
fueron invocadas como sustento legal en la sentencia emitida por el órgano 
jurisdiccional de primera instancia. 
 
 






- El demandante alega que la sala ha considerado de manera equivocada que 
cualquier prestación pendiente a cargo del comprador, suspende la obligación 
de formalizar documento de escritura pública a cargo del vendedor; añadiendo, 
que ello no es así, en cuanto que, esta solo procede cuando por pacto expreso 
o norma legal, se traten de prestaciones que deban de cumplirse de manera 
simultánea, condición que no se da en el caso en particular. 
 
 






- El demandante alega que se ha vulnerado el inc. 3 del artículo 122 del Código 
 
Procesal Civil1, en cuanto que, la Sala ha omitido consignar de manera expresa 
el fundamento de derecho que sustenta su decisión para declarar la nulidad de 
 
la sentencia emitida por el A quo. 
 
- Que, si bien se invocó el artículo 171 del Código Procesal Civil, no se precisó 
cuál es la cusa establecida por la ley, para declarar la nulidad de la sentencia; 
aunada al hecho, que tampoco se señaló, que requisito indispensable para la 

































1 Artículo 122.- Las resoluciones contienen:  
1. La indicación del lugar y fecha en que se expiden; 2. El número de orden que les 
corresponde dentro del expediente o del cuaderno en que se expiden; 3. La relación 
correlativamente enumerada de los fundamentos de hecho y los respectivos de derecho que 
sustentan la decisión, la que se sujeta al mérito de lo actuado y al derecho; 4. La expresión 
clara y precisa de lo que se decide u ordena, respecto de todos los puntos controvertidos; 5. El 
plazo para su cumplimiento, si fuera el caso; 6. La condena en costas y costos y, si procediera, 
de multas; o la exoneración de su pago; y, 7. La suscripción del Juez y del Auxiliar jurisdiccional 
respectivo. 
(…) 
(Inciso 3 y 4 modificados por el Art. 1 de la Ley Nº 27524, pub. 06/10/2001). 
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5.3 SENTENCIA DE LA CORTE SUPREMA 
 
Con fecha 04 de mayo del 2005, la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de 
Justicia de Lima, declaró FUNDADO el recurso extraordinario de casación, casaron 
la sentencia de vista, la que declararon nula; y dispusieron, que la sala de su 
procedencia expida nueva resolución, a razón de los siguientes fundamentos: 
 
 
- En principio este Supremo Tribunal, considera procedente el recurso de casación, 
 
por la causal prevista en el inciso 3º del artículo 386 del Código Procesal Civil2, 
referida a la contravención de normas que garantizan el derecho a un debido 
 
proceso, en vista que, conforme al inciso 4º del artículo 122 del Código Procesal 
 
Civil3, las resoluciones deben de contener la expresión clara y precisa de lo que 
se ordena, respecto de todos los puntos controvertidos. 
 
- Al respecto señala, que conforme se advierte de los fundamentos de la resolución 
de vista, la sala ha ordenado la actuación de nuevos medios probatorios de oficio, 
sin establecer su relación directa con lo que es objeto de la litis, como tampoco ha 






2 Artículo 386.- Son causales para interponer recurso de casación:  
1. La aplicación indebida o la interpretación errónea de una norma de derecho material, así 
como de la doctrina jurisprudencial; 2. La inaplicación de una norma de derecho material o de la 
doctrina jurisprudencial; o 3. La contravención de las normas que garantizan el derecho a un 
debido proceso, o la infracción de las formas esenciales para la eficacia y validez de los actos 
procesales.  
(Artículo modificado por el artículo 1 de la Ley 29364, pub. 28/05/2009). 
 
 
3 Artículo 122.- Las resoluciones contienen:  
1. La indicación del lugar y fecha en que se expiden; 2. El número de orden que les 
corresponde dentro del expediente o del cuaderno en que se expiden; 3. La relación 
correlativamente enumerada de los fundamentos de hecho y los respectivos de derecho que 
sustentan la decisión, la que se sujeta al mérito de lo actuado y al derecho; 4. La expresión 
clara y precisa de lo que se decide u ordena, respecto de todos los puntos controvertidos;  
(…) 
(Inciso 3 y 4 modificados por el Art. 1 de la Ley Nº 27524, pub. 06/10/2001). 
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medios probatorios efectuados por el Juez, que amerite la nulidad de la sentencia 
apelada. 
 
- Que debe de considerarse el carácter extraordinario de una declaración de 
nulidad procesal, siendo que el estado de nulidad potencial no puede afectar el 
debido proceso, ya sea por ser subsanable el vicio, por convalidación o por que el 
acto ha cumplido su finalidad; supuesto distinto al agravio que se produce a las 
partes cuando la afectación resulta trascendente, toda vez que, el núcleo de la 
nulidad es el perjuicio cierto e irreparable, lo cual no ha ocurrido en el caso de 
autos. 
 
- Que, en ese sentido, la declaración innecesaria de nulidad de parte del Ad quem, 
respecto de la resolución apelada, se encuentra viciada de incongruencia, al no 
haber emitido pronunciamiento sustentado, conforme a su apreciación razonada 
de los medios probatorios actuados en el proceso, no valorando adecuadamente 
todos los medios probatorios, incluido lo referido al acta de conciliación, lo que en 
definitiva afecta las garantías del debido proceso. 
 
- En consecuencia, concluyó, que la sentencia de vista afecta el debido proceso; y, 
consecuentemente, declaró FUNDADO el recurso de casación, casaron la 
sentencia de vista, la que declararon nula y dispusieron que la sala de su 


















5.4 SEGUNDO  PRONUNCIAMIENTO  DE  LA  PRIMERA  SALA  CIVIL  DE  LA 
 
CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA 
 
Con fecha 22 de noviembre del 2005, la Primera Sala Civil de la Corte Superior de 
Justicia, en segundo pronunciamiento, Confirmó la sentencia de primera instancia, 
que declaró fundada la demanda de Otorgamiento de Escritura Pública; debiendo 
previamente los demandantes cumplir con efectuar los pagos relacionados a la 
cláusula décimo tercera del contrato de compraventa de departamento, a razón de 
los siguientes fundamentos: 
 
 
- En principio considera que, a mérito de lo expuesto por el supremo tribunal, y en 
segundo pronunciamiento, le corresponde emitir resolución en función a la 
contravención de normas que garanticen el derecho a un debido proceso. 
 
- Que según artículo 1412 del Código Civil, y coligiéndose no existir condición o 
pacto en contrario, ni norma que literalmente se oponga, resulta de aplicable lo 
dispuesto por el citado artículo, resaltando que el proceso en particular, tiene 
como objetivo final dar forma al acto jurídico celebrado por el acuerdo voluntario 
de las partes. 
 
- En ese sentido y no existiendo pacto de condición suspensiva por el que el 
vendedor se haya podido eximir de perfeccionar la compraventa, no puede alegar 
incumplimiento de la titulación, menos retención o incumplimiento vía excepción, 
al no configurarse ninguno de los supuestos a que se contrae el artículo 1426 del 
Código Civil (obligaciones reciprocas). 
 
- Que la excepción al artículo 1426 del Código Civil, esta regula por la compraventa 
de bienes futuros; en el cual, el contrato se sujeta a la condición suspensiva de su 
posterior existencia, situación que para el presente caso si fue comprobada, pues 
 
el bien si fue construido y hasta pendiente de la inscripción de su declaratoria de 
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fábrica, por tanto, validos los efectos jurídicos del contrato y las consecuencias 
derivadas de la parte in fine del artículo 1535, en concordancia con los artículos 
1549 y 1551 del Código Civil. 
 
- Que el cumplimiento de las obligaciones a que estaba compelido el vendedor, no 
podían ser enervadas por la unilateral interpretación de uno de sus celebrantes 
(vendedor), sobre todo si de lo actuado se ha podido compulsar que: 
 
1.- El precio si fue pagado en su integro por parte del comprador. 
 
2.- Hubo la posibilidad latente de la formalización del negocio por parte de su 
vendedor (audiencia conciliatoria). 
 
3.- El bien futuro si llego a ser físicamente construido, haciendo posible la 
obligatoriedad del vendedor de escriturar la compraventa. 
 
- En ese sentido concluyó que, el vendedor se encuentra obligado a otorgar 
escritura pública de los inmuebles sub litis, siempre y cuando se efectué el previo 
pago (en ejecución de sentencia), de los conceptos a que se encuentran 
obligados los demandantes, conforme a la cláusula décimo tercera del contrato de 
compra venta. 
 
- En ese sentido, confirmó la sentencia emitida por el A quo, que declaró fundada la 
demanda de otorgamiento de escritura pública; considerando previamente, que 
los demandantes deberán cumplir con los pagos referidos a la cláusula décimo 


















6.1 PROBLEMA PRINCIPAL O EJE 
 
En el presente caso materia de análisis, se puede dilucidar un conflicto 
intersubjetivo de intereses, nacidos por la debida determinación de la exigibilidad 
obligacional a la que se debe el vendedor (Otorgamiento de Escritura Pública), 




Por un lado, la parte demandante, exige que el demandado cumpla con otorgar 
escritura pública de los bienes materia de transferencia de propiedad, aunada al 
hecho de que los mismos se encuentran íntegramente cancelados, conforme a la 
cláusula quinta de las respectivas minutas de compraventa. 
 
 
En cuanto al demandado, se puede observar un interés contrapuesto a la del 
demandante, toda vez que, consideró, que según cláusula segunda del contrato de 
compraventa, la documentación definitiva seria otorgada una vez que el edificio 
este íntegramente concluida, inscrita la Declaratoria de Fábrica, Reglamento 
Interno e Independización, y que conforme a clausula décimo tercera los 
demandantes estarían obligados a cancelar los gastos que acarree la elaboración 
de la declaratoria de fábrica, lo que no han cumplido con cancelar y 




En ese sentido, corresponde precisar, que si bien la obligación del pago de la 
elaboración de la Declaratoria de fábrica estarían a cargo del comprador, tal como 
se prevé de la cláusula décimo tercera del referido contrato de compraventa, está 
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de por si no constituye cláusula de condición suspensiva, en vista que, de la 
referida clausula no se puede verificar que el cumplimiento de la obligación de 
otorgar escritura pública se encuentre condicionada al pago de los gastos que 
acarree la elaboración de la declaratoria de fábrica. 
 
 
6.2 PROBLEMA SECUNDARIO 
 
Consideramos como problema secundario, aquellas limitaciones y/o restricciones 
que se generan al ejercicio pleno del derecho de propiedad del demandante, como 
efecto consecuente de la falta de otorgamiento de escritura pública en la que 
incurrió el vendedor, si es de considerar que, el fin último que persigue el 
comprador es poder lograr inscribir su derecho de propiedad a registros públicos, el 
cual para su inscripción, a mérito del artículo 2010 del Código Civil, esta solo se 
puede realizar, en virtud de título que conste en instrumento público, salvo 
disposición legal en contrario. 
 
 
En ese sentido, correspondería preguntarnos, cómo es posible que el comprador o 
adquiriente del derecho de la propiedad, pueda inscribir su derecho a registros 
públicos, si no cuenta con título que conste en instrumento público, siendo 
necesario resaltar, lo importante que conlleva inscribir nuestro derecho de 
propiedad a registros públicos, en vista que, este sería el camino idóneo para 
proteger y garantizar el ejercicio pleno de nuestro derecho de propiedad, frente la 
injerencia u actos de terceros de mala fe, que bien podrían afectar un derecho de 
























DECRETO LEGISLATIVO Nº 295 – CÓDIGO CIVIL 
 
Artículo 1412.- Exigencia de partes del cumplimiento de formalidad 
Artículo 1529.- Definición de compraventa 
 
 
DECRETO LEGISLATIVO Nº 768 – CÓDIGO PROCESAL CIVIL 
Artículo 122.- Contenido y suscripción de las resoluciones 
Artículo 386, Inc. 3.- Causales 
 
(Artículo modificado por el artículo 1 de la Ley 29364, pub. 
28/05/2009) Artículo 396.- Sentencia fundada y efectos del recurso 
 
 




DECRETO LEGISLATIVO Nº 295 – CÓDIGO CIVIL 
Artículo 1361.- Obligatoriedad del contrato 
 
 
DECRETO LEGISLATIVO Nº 768 – CÓDIGO PROCESAL CIVIL 
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Artículo III.- Fines del proceso e integración de la norma procesal 
 
Artículo 171.- Principio de legalidad y trascendencia de la nulidad 
 
Artículo 176.- Oportunidad y trámite 
 




NORMAS LEGALES EN SEGUNDO PRONUNCIAMIENTO DE LA PRIMERA 
SALA CIVIL DE LA CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA. 
 
 
DECRETO LEGISLATIVO Nº 295 – CÓDIGO CIVIL 
 
Artículo 1412.- Exigencia de partes del cumplimiento de formalidad 
Artículo 1426.- Incumplimiento 
 
Artículo 1535.- Riesgos de cuantía y calidad 
 
Artículo 1549.- Perfeccionar la transferencia de la propiedad 
Artículo 1551.- Entrega de documentos y títulos de propiedad 
 
 








Artículo 140.- Noción de Acto Jurídico: elementos esenciales 
Artículo 923.- Definición de propiedad 
 
Artículo 1351.- Definición de contrato 
Artículo 1352.- Perfección de contratos 
Artículo 1361.- Obligatoriedad del contrato 
 
Artículo 1362.- Buena fe 
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Artículo 1412.- Exigencia de partes del cumplimiento de la formalidad 
Artículo 1529.- Definición de compraventa 
 












DECRETO LEGISLATIVO Nº 295 – CÓDIGO CIVIL 
 
Artículo 1412.- Exigencia de partes del cumplimiento de la formalidad 
Artículo 1529.- Definición de compraventa 
 
Artículo 1549.- Perfeccionar la transferencia de la propiedad 
Artículo 1551.- Entrega de documentos y títulos de propiedad 
 
 
DECRETO LEGISLATIVO Nº 768 – CÓDIGO PROCESAL CIVIL 
Artículo 24.- Competencia facultativa 
 
Artículo 80.- Representación judicial por Abogado 
Artículo 386, Inc. 1, 2, 3.- Causales 
 
(Artículo modificado por el artículo 1 de la Ley 29364, pub. 28/05/2009) 
Artículo 424.- Requisitos de la demanda 
 
Artículo 425.- Anexos de la demanda 







DECRETO LEGISLATIVO Nº 295 – CÓDIGO CIVIL 
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Artículo 1426.- Incumplimiento 
 




DECRETO LEGISLATIVO Nº 768 – CÓDIGO PROCESAL CIVIL 
Artículo 2.- Ejercicio y alcances 
 
Artículo 3.- Regulación de los derechos de acción y contradicción 
 
Artículo 442.- Requisitos y contenido de la contestación de la demanda 
 


















































7.2.1 TRANSFERENCIA DE PROPIEDAD INMUEBLE 
 
 
Castillo Freyre (2015), considera: 
 
 
(…) el Código Civil de 1984 regula el tema de la transferencia de propiedad en 
sus articulos 947 y 949. En el primero de los nombrados establece que <<La 
transferencia de propiedad de una cosa mueble determinada se efectua con la 
tradicion a su acreedor, salvo disposición legal diferente>>; en tanto el articulo 
949 prescribe que <<La sola obligacion de enajenar un inmueble determinado 





Sin embargo, en lo personal, nos ratificamos en la idea de que la compraventa 
es un contrato meramente obligacional y que si en el caso de bienes inmuebles 
se produce la transferencia inmediata de la propiedad, ello ocurre al nivel de la 
ejecucion de la prestacion de la obligacion de transferir propiedad – y no al 
momento de celebracion del contrato –. Estos dos momentos, si bien en la 
practica pueden confundirse, en el plano teórico resulta claramente distinguible. 
(pp.136-137) 
 
Miranda Canales (2009), al respecto: 
 
 
Para el nuevo régimen civil, entre las partes, el contrato de compraventa de un 
inmueble, es al mismo tiempo el titulo de adquisicion (que crea las obligaciones 
de dar) y el modo de adquisicion (que perfecciona la adquisición del 
comprador). Aquí el título y modo coinciden. (p.174) 
 
Como es de advertir de los referidos autores, la doctrina peruana respecto a la 
transferencia de la propiedad inmueble ha optado en cuanto a la transferencia de 
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propiedad de bienes inmuebles el sistema espiritualista o francés recogido en el 
articulo 949 del Código Civil, y para la transferencia de propiedad de bienes 
muebles se mantiene la traditio o modo, recogida en el articulo 947 del Código Civil. 
 
Al respecto se puede precisar, que la transferencia de propiedad inmueble nace de 
la sola obligacion contractual, es decir se acoge a la teoria consensualista a traves 
por el cual, solo basta con el consentimiento manifiesto de las partes para que se 
produsca el efecto traslativo de propiedad. 
 
En ese sentido se podria afirmar, que el solo consentimiento de las partes, o la 
voluntad coincidente de los mismos, genera la transferencia de propiedad del bien 
inmueble, en tanto que, el contrato celebrado entre las partes, ademas de ser el 
título que acredita la transferecia de propiedad, este es al mismo tiempo el modo de 
la adquisición. A decir de Miranda Canales, en la transferencia de propiedad de 
bienes inmuebles, el título y el modo son coincidentes. 
 
En ese sentido, consideramos que, la parte demandante hace bien en invocar el 
articulo 1529 y 1549 del Código Civil, toda vez que, habiendo el comprador 
adquirido la propiedad del bien conforme al artículo 949 del Codigo Civil; lo que 
debe de sobrevenir es el perfeccionamiento de la transferencia de la propiedad 
contenida en la obligacion a la que se debe el vendedor, según los artículos 
inicialmente mencionados en el presente parrafo. 
 
7.2.2 PERFECCIONAMIENTO DEL CONTRATO 
 
 
De La Puente y Lavalle (2001), al respecto refiere: 
 
 
Que en cuanto a la conclución del contrato se refiere, esta se suscita con la 
coincidencia de las declaraciones de voluntad para formar una declaración 
conjunta de una voluntad común, esto es el consentimiento. Añadiendo que, el 
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momento en que la aceptación recoge la declaración contenida en la oferta, 
haciendola suya, y es conocida por el oferente, el contrato queda concluido. 
 
Sin embargo en cuanto al perfeccionamiento del contrato se refiere, precisa que 
esta es la oportunidad en que el contrato, ya concluido, empieza a producir sus 
efectos (es eficaz), o sea crea (regula, modifica o extingue) una relación juridica 
obligacional. 
 
Considera por otro lado que si bien la conclución del contrato consensual lleva 
consigo el perfeccionamiento del mismo, en tanto que no se necesita de algo 
mas para que el contrato produzca sus efectos; esto no siempre puede ser asi, 
toda vez que, bien el contrato como acto juridico, puede estar sometida a una 
condición suspensiva o a la determinacion de su contenido (precio, por ejemplo) 
por un tercero. 
 
En este supuesto considera que estariamos ante un contrato concluido 
(celebrado), pero no perfecto (completo), por cuanto no ha dado lugar a lo que 
constituye su objeto, es decir producir el efecto de crear (regular, modificar o 
extinguir) obligaciones. (p.96) 
 
A decir del maestro De la Puente y Lavalle, uno de los aspectos importantes dentro 
de la celebracion del contrato, es el referido a su perfeccionamiento; como bien 
señala el autor, es necesario distinguir dos momentos importantes a la celebracion 
del contrato, uno relacionado a la conclución del mismo y el otro referido a su 
perfeccionamiento. 
 
En ese sentido, avocados a nuestro caso en particular, podriamos mencionar que, 
estariamos ante un contrato de compraventa de bien inmueble concluido y 
perfeccionado. Concluido por la voluntad coincidente (consentimiento) de las 
partes para contratar; y perfeccionado, debido a la existencia, validez y vigencia 
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que cobro referido contrato, por cuanto que no se verificó condición convenida por 
las partes, que suspenda u haga ineficaz el referido contrato. 
 
En cuanto al mismo el autor refiere, que el contrato, como acto juridico, puede 
estar sometida a una condición suspensiva que haga de la misma un contrato 
concluido pero no perfecto. Hacemos mención al mismo, en vista que, el 
demandado considera que la clausula decimo tercera del contrato de compraventa, 
es una de condicion suspensiva que lo habilita a suspender su obligación de 
otrogar documento de escritura pública; sin embargo ello no es asi por cuanto en 
dicha clausula no se advierte que las partes hayan condicionado el pago de la 
elaboración de la declaratoria de fáfrica al otorgamiento de la escritura pública. 
 
Siendo necesario resaltar, como bien sostuvo el organo jurisdiccional de primera 
instancia, que pese a consignarse en la clausula decimo tercera del contrato de 
compraventa la obligación a la que se deben los compradores de asumir los gastos 
proporcionales de la elaboración de la declaratoria de fábrica, dicha obligación no 
es una de condición suspensiva. 
 
En consecuencia concluiria, que al no existir condicion suspensiva en el contenido 
contractual, el contrato seria perfecto y valido en cuanto deberian de suscitarse 
todos sus efectos juridicos. 
 
7.2.3 ENTREGA DE DOCUMENTOS Y TÍTULOS DE PROPIEDAD 
 
 
Castillo Freyre (2015), al respecto refiere: 
 
 
Creemos que lo que el articulo 1551 establece, no es precisamente la 
obligacion de entregar ese título en especial, que acredite feacientemente la 
propiedad, pues dentro de nuestro régimen legal eso seria imposible. Pensamos 
que el numeral 1551 tiene como finalidad obligar al vendedor a que entregue al 
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comprador todos los títulos o documentos relativos a la propiedad del bien, vale 
decir, aquellos títulos o documentos con los que cuente al momento de la 
celebración del contrato, y sobre los cuales resulta posible que el vendedor 
haga entrega de ellos al comprador. 
 
Por otro lado el autor señala, que no solo debemos referirnos a los contratos o 
títulos de propiedad, sino a todo documento que en complemento o en ausencia 
de éstos acredite una posesión del bien por parte del vendedor, como podria ser 
el caso de recibos de agua, luz, telefono, arbitrios municipales, impuestos al 
valor del patrimonio predial, y todo otro documento que demuestre que quien 
vende tiene sobre el bien el derecho de propiedad o, al menos, una 
desmenbración del mismo. (pp.141-142) 
 
Al respecto como bien señala el autor, el articulo 1551 del Código Civil, no hace 
alución a ese título en especial que acredite feacientemente la propiedad, sino que 
el mismo se refiere a la entrega de documentos relativos o complementarios a la 
propiedad, como por ejemplo arbitrios municipales, impuesto al valor patrimonio 
predial, recibos de agua, luz, etc. 
 
En esas lineas, y señidos a nuestro caso en particular, se puede advertir que el 
demandado realiza una interpretación unilateral de la segunda cláusula del 
contrato de compraventa del departamento, en cuanto que, al invocar la referida 
cláusula, por ¨documentación definitiva¨ el demandado hace alusión al 
otorgamiento de la escritura pública; situación que no es asi, por cuanto que, a 
decir del autor, esta se refiere a documentos y títulos relativos a la propiedad. 
 
Aunado a ello y en parafraseo al autor, dicha obligación se encuentra contenida en 
el articulo 1551 del Codigo Civil, respecto a la obligación a la que se debe el 
vendedor, de entregar documentos y títulos relativos a la propiedad, como por 
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ejemplo: Arbitrios municipales, impuesto al valor patrimonio predial, recibos de 
agua, luz, etc., y no especificamente a suscribir documento de escritura pública. 
 
Consecuentemente, consideramos que la interpretación que hace el demandado 
de la cláusula segunda del referido contrato, no seria coincidente con lo regulado 
en el artículo 1551 del Código Civil. 
 
7.2.4 COMPRAVENTA DE BIEN FUTURO 
 
 
Castillo Freyre (2015), señala: 
 
 
Mucho se ha discutido en doctrina acerca de la naturaleza jurídica del contrato 
de compraventa de bien futuro propiamente dicho o emptio rei speratae. 
 
Existen diversar posiciones al respecto. Una primera de ellas señala que se 
trata de una compraventa condicional. 
 
Un gran sector de la doctrina ha creído ver en la compraventa de cosa futura, 
emptio rei speratae, un negocio condicionado. La validez del contrato de 
compraventa, en este caso, estaria supeditada, bajo condición suspensiva, a la 
existencia de la cosa. (…) 
 
Nosotros agregariamos que a esta posición se suma la inmensa mayoria de 
civilistas que ha tratado hacerca de la emptio rei speratae. Prueba de ello es 
que la casi totalidad de aquellos que hemos consultado optan por esta posición: 
la de considerar a la emptio rei speratae como un contrato de compraventa 
sujeto a condición suspensiva de que el bien llegue a tener la existencia 
esperada por las partes. (p.55) 
 
Al respecto es de mencionar, que uno de los fundamentos del demandado para 
justificar la falta de otorgamineto de escritura publica, es que los bienes que se 
vendieron, tuvieron la calidad de futuros al momento de su celebración, aunada al 
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hecho que de la cláusula segunda del contrato de compraventa se estableció que 
una vez que el edificio este integramente concluido en su construcción e inscrita la 
declaratoria de fábrica, reglamento interno e independizacion ¨la vendedora¨ 
otorgara la respectiva documentación. 
 
En cuanto al mismo podemos mencionar, que si bien el contrato se refirió a uno de 
compraventa de bien futuro (emptio rei speratae), el cual por su naturaleza 
condiciona su validez a la existencia del bien materia de transacción; en nuestro 
caso en particular, se puedo advertir, que los bienes materia de transación sí 
llegaron a tener existencia fisica y real, consecuentemente, validos todos los 
efectos juridicos que se puedan generar del contrato en particular. 
 
7.2.5 LA PROTECCIÓN DEL DERECHO EN CUANTO AL REGISTRO 
 
 
Gonzales Barrón (2017), al respecto: 
 
 
El registro busca proteger los derechos y asegurar las adquisiciones, 
basandose en la publicidad de los actos, por tanto, la seguridad Juridica es una 
sola, incardinada con el valor justicia, por lo que comprende tanto el aspecto de 
la certeza en la prueba y conservacion de los derechos, asi como el de 
protección de los terceros, en caso que fuese necesario. 
 
El registro, para ser tal, se compone de tres elementos escenciales: 
 
i) Archivo de actos y contratos referidos a un sujeto o bien especifico, que 
se utiliza como criterio ordenador para agrupar las inscripciones; 
 
ii) Archivo público que permite el acceso de todos aquellos que tienen 
interés en conocer la información que contiene; 
 
iii) Archivo que otorga efectos jurídicos de derecho privado, por lo cual se 
pone en situación de ventaja al sujeto que inscribe su derecho; y se 
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perjudica a quien no lo hace. Este es el caso, por ejemplo, de los 
principios de inscripción declarativa (art. 2022 del CC), fe pública 
registral (art. 2014 del CC) y prioridad (art. 2016 del CC), referido a los 
pedrios, (…) 
 
La publicidad es el acto de incorporación de ciertos derechos en un libro o título 
formal, cuyas ventajas son las mismas que cualquier otro formalismo, esto es, la 
certeza y seguridad de los derechos, la limitación de los conflictos y la movilidad 
del tráfico comercial. El elevado valor de los inmuebles, y de algunos muebles, 
hace necesaria una especial seguridad en su protección y circulación; para lo 
cual se utiliza el medio de la publicidad. (pp.11 - 12) 
 
En cuanto a la protección que se otorga a un derecho inscrito en registros públicos; 
es necesario mencionar, que para tal fin el artículo 2010 del Código Civil, precisa 
que: ¨ La inscripción se hace en virtud de título que conste en instrumento público, 
salvo disposición en contrario¨. En cuanto al mismo tendríamos que preguntarnos 
cómo es posible que podamos inscribir nuestro derecho de propiedad si el 
vendedor no ha cumplido con otorgar el título que conste en instrumento público; 
ello con el fin de resaltar, que referido acto es de vital importancia para su posterior 
inscripción a registros públicos. 
 
En esas líneas destacamos lo importante que conlleva inscribir nuestro derecho de 
propiedad, en tanto que, a decir del autor, ello otorga una debida protección y 
garantía a nuestro derecho de propiedad, el cual enlazada al principio de la 
publicidad registral, está se torna de solida y eficaz, en tanto que, de ella se 
desprende aquella ventaja en la que se encuentra quién logra inscribir su derecho 






7.2.6 IMPORTANCIA DE LA PUBLICIDAD REGISTRAL 
 
 
Gonzales Barrón (2017), refiere: 
 
 
La publicidad registral se puede definir como el sistema institucional, a traves 
por el cual se hace de público conocimiento determinadas situaciones juridicas, 
en aras de tutelar los derechos y la seguridad del trafico. La referida publicidad 
es un servicio a cargo del estado, pues se trata de una función pública ejercida 
en beneficio e interés de los particulares. (p.13) 
 
Álvarez Caperochipi (2010), al respecto: 
 
 
Atraves de la publicación, de los derechos reales y de ciertos créditos y cargas, 
se busca conseguir, que todas las personas puedan conocer quién es el 
propietario de un bien inmueble y cuáles son los gravámenes o limitaciones que 
existan, sobre la propiedad inmueble (usufructo, derechos de adquisición 
preferente, créditos privilegiados). Que con ello se pretende resolver aquella 
incerteza del título al no reconocer eficacia (o por la inoponibilidad) a los títulos 
no registrados, protegiendose con ello al comprador y al acreedor, en cuanto 
que, dada la preferencia del título registrado, se facilita la prueba de su 
adquisición y la acreditación del rango de su derecho. (p.8) 
 
Gonzales Loli, en esas lineas refiere: 
 
 
(…) la publicidad registral se justifica por ser el instrumento más eficaz en 
cuanto a la seguridad jurídica de la constitución, extincion y modificación de los 
derechos reales sobre inmuebles. Refiere que con ello se completa las 
exigencias de seguridad jurídica mediante la protección y potenciación de 
derechos ya creados, dotando a los derechos inscritos de las presunciones de 
pertenencia, existencia y alcance; así como otorgándoles efectos sustantivos 
que colocan los derechos publicados en planos superiores de legitimación¨ 
 
(Osterling Parodi & Castillo Freyre, 2014, p.68). 
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Como bien describen los diversos autores, uno de los aspectos mas importantes de 
la inscripción registral, es la seguridad jurídica que de ella se desprende a través 
del acto de la publicidad registral, en tanto que, otorga información certera del 
derecho que ostenta la parte con quien se ha de contratar, como por ejemplo: 
conocer si es el titular de la propiedad, cargas o gravamenes que recaen sobre la 
propiedad, entre otros. 
 
Aunado a ello es preciso mencionar, el perjuicio que puede conllevar a aquel 
propietario que no inscribe su derecho de propiedad, en tanto que, bien se podrian 
suscitar diversas situaciones que pongan en peligro u afecten el derecho de 
propiedad, como por ejemplo: el vendedor que celebra contrato de compraventa 
con dos o mas personas a la vez, respecto de un mismo bien, el cual para nuestro 
caso en particular nos referimos a bienes inmuebles. 
 
En ese supuesto la inscripcion registral cumple una función determinante o 
principal, para poder determinar, quien ostenta el mejor derecho de propiedad, ello 
en cuento que, según el artículo 2016 del Código Civil, por el principio de 
prioriedad, se debe de preferir a aquel quien haya inscrito su propiedad con 
anterioridad a los demas; como tambien tenemos el artículo 2014 del Código Civil, 
por el cual, se busca proteger al tercero adquiriente de buena fe, quien adquirio la 
propiedad, respecto de quien figuraba en registros públicos como su titular. 
 
En ese sentido, podriamos concluir, lo importante y urgente que es lograr inscribir 
nuestro derecho de propiedad, si es de considerar los diversos supuestos que 
ponen en riezgo o peligro un derecho no inscrito. Siendo justificado el interés del 
comprador en exigir el cumplimiento de la obligación (otorgamiento de escritura 
publica), en tanto que, su finalidad última y posterior es inscribir su derecho de 
propiedad. 
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1.- Otorgamiento de Escritura Pública del contrato de compraventa 
 
¨ (…) el contrato de compraventa no es uno cuya celebración deba observar 
 
una determinada forma bajo sanción de nulidad (forma solemne legal) y si las 
partes no se han impuesto la observancia de una determinada forma para su 
celebración (forma solemne convencional), puede ser celebrado en cualquier 
forma. En este caso la obligación de elevar a escritura pública el contrato puede 
derivar de la autonomía privada de las partes, en caso de que hayan previsto 
dicha obligación en el programa contractual, pero aun cuando las partes no la 
hayan previsto, tal obligación viene impuesta por ley, específicamente, por el 
artículo 1549 del Código Civil que estable que: “Es obligación esencial del 
vendedor perfeccionar la transferencia de la propiedad del bien”. (…)¨ 
 
2.- La condición suspensiva y el otorgamiento de escritura pública 
 
¨Recuérdese que la condición suspensiva “tutela contra el riesgo que un evento, 
esperado por las partes (o por una parte) como de su propio interés, no se 
verifique o se verifique demasiado tarde” y, en este caso, ese evento sería el 
recibir la contraprestación (por ejemplo, el pago del precio). 
 
Pues bien, si lo que se ha supeditado a una condición suspensiva es el efecto 
específico consistente en la obligación de elevar a escritura pública el contrato y 
el demandante no logra acreditar la verificación del evento puesto como 
condición, la demanda será declarada improcedente por manifiesta falta de 
interés para obrar (artículo 427.2 del Código Procesal Civil). ¨ 
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CAS. Nº 4442 – 2015 Moquegua / Fundamento 68 y 76 
Lima 09 de agosto del 2016 
 
Sentencia dictada por el IX Pleno Casatorio Civil, realizado por las Salas 




7.3.2 FINALIDAD DEL PROCESO DE OTORGAMIENTO DE 
ESCRITURA PÚBLICA 
 
¨ (…) el otorgamiento de la escritura pública no tiene por fin convertir al 
comprador de un inmueble en propietario de él, porque ya es propietario 
conforme al artículo 949 del Código Civil, sino que dicho acto tiene por finalidad 
acreditar fehacientemente ante terceros la propiedad del inmueble; en tanto el 
otorgamiento de la escritura pública y posterior inscripción en los registros 
públicos son formalidades ad probationem no ad solemnitatem, esto es, solo 
son un medio de prueba del derecho de propiedad de un bien inmueble.¨ 
 
CAS. Nº 4572 – 2016 Lima / Fundamento 13 
 
Lima 18 de mayo del 2018 
 




7.3.3 EN CUANTO A SU INSCRIPCIÓN A REGISTROS PÚBLICOS 
 
¨ (…) siendo requisito indispensable para la inscripción en los Registros 
Públicos, que el contrato previamente sea elevado a Escritura Pública, el 
otorgamiento de esta formalidad estaría inmerso en la obligación de 
perfeccionamiento. Así, el artículo 1412 del Código Civil establece que “Si por 
mandato de la ley o por convenio debe otorgarse escritura pública o cumplirse 
otro requisito que no revista la forma solemne prescrita legalmente o la 
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convenida por las partes por escrito bajo sanción de nulidad, estas pueden 
 
compelerse recíprocamente a llenar la formalidad requerida. ¨ 
 
CAS. 194 – 2016 Junín / Fundamento 8 
 
Lima 29 de noviembre del 2017 
 




7.3.4 PRINCIPIO DE MOTIVACIÓN DE RESOLUCIONES 
 
¨Una motivación comporta la justificación lógica, razonada y conforme a las 
normas constitucionales y legales señaladas, así como con arreglo a los hechos 
y petitorios formulados por las partes; por consiguiente, una motivación 
adecuada y suficiente comprende tanto la motivación de hecho o in facttum, en 
el que se establecen los hechos probados y no probados mediante la valoración 
conjunta y razonada de las pruebas incorporadas al proceso, sea a petición de 
parte como de oficio, subsumiéndolos en los supuestos fácticos de la norma, 
como la motivación de derecho o in jure, en el que selecciona la norma jurídica 
pertinente y se efectúa una adecuada interpretación de la misma¨. 
 
CAS. Nº 538 – 2014 Lima / Fundamento 5 
 
Lima 17 de diciembre del 2014 
 




7.3.5 DERECHO A UN DEBIDO PROCESO 
 
¨El derecho al debido proceso significa la observancia de los principios y reglas 
esenciales exigibles dentro del proceso, entre ellas, el de motivación de las 
resoluciones judiciales consagrado en el artículo 139° inciso 5) de la 
Constitución Política del Estado, el cual tiene como finalidad principal, el de 
permitir el acceso de los justiciables al razonamiento lógico jurídico empleado 
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por las instancias de mérito, para justificar sus decisiones jurisdiccionales y así 
puedan ejercer adecuadamente su derecho de defensa, cuestionando de ser el 
caso, el contenido y la decisión asumida.¨ 
 
CAS. Nº 5638 – 2015 Lambayeque / Fundamento 4 
Lima 20 de octubre del 2017 
 
Primera Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria de la Corte 


















































La discusión en el presente caso, gira en torno a la demanda de otorgamiento de 
escritura pública interpuesta por el Sr. Sergio Wilder Malpartida Sagastegui contra 
la empresa Constructora Inmobiliaria Buenaventura S.R.L., a fin de que cumpla con 
otorgar Escritura Pública de compraventa de bien inmueble, a mérito de los 
contratos y minutas de compraventa celebrada entre las partes. 
 
Al respecto el Quincuagésimo Noveno Juzgado Civil de Lima consideró devenir en 
amparable la pretensión contenida en la demanda, en tanto que, si bien los bienes 
que se vendieron tuvieron la calidad de futuros, a la celebración de las Minutas se 
pudo establecer claramente la existencia de los mismos, y por consiguiente no 
valido el argumento del demandado para justificar la falta de otorgamiento de 
escritura pública. 
 
En cuanto a la cláusula décimo tercera del contrato de compraventa se advirtió que, 
pese a consignarse la obligación del comprador de asumir los gastos que acaree la 
elaboración de la Declaratoria de Fábrica en su ava parte, dicha obligación no 
constituye una condición suspensiva, pues no se puede advertir que se haya 
condicionado el pago del mismo al otorgamiento de escritura pública; que muy por 
el contrario, conforme a la cláusula quinta de referido contrato, el precio del bien se 
encuentran íntegramente canceladas, y conforme al exordio de las minutas, ambas 
partes solicitan al Señor Notario Público que esta se elevé a escritura pública. 
 
La Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima no coincidió con los 
fundamentos que motivaron la resolución del A quo para declarar fundada la 
demanda de Otorgamiento de Escritura Pública, por considerar, que según cláusula 
décimo tercera y novena de los contratos de compraventa tanto del departamento y 
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el estacionamiento respectivamente, se coligió la existencia de una obligación 
convenida por las partes de compartir gastos entre vendedor y comprador; y que, 
específicamente los gastos que acaree la elaboración de la Declaratoria de Fábrica 
en su ava parte, estarían a cargo del comprador. 
 
Concluyendo, que mientras el demandante no cumpla la obligación que como 
comprador le corresponde, no puede ordenarse el otorgamiento de escritura 
pública; consignándose además, que debe determinarse como se ha venido 
cumpliendo dichas obligaciones, en vista de que eran varios; como también que 
debe determinarse la cuota que le corresponde al demandante por dicho concepto, 
y que el A quo disponga las pruebas que oficio que sean necesarias, para su 
esclarecimiento, ordenando al A quo emitir nueva resolución en base a las 
consideraciones expuestas. 
 
Por su parte la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia, considera 
que, la resolución emitida por el Ad quem incurre en una grave afectación al debido 
proceso, en vista que, de sus fundamentos ofrecidos, se advierte que la sala ha 
ordenado la actuación de nuevos medios probatorios de oficio, sin establecer su 
relación directa con lo que es objeto de la litis; como tampoco ha determinado la 
existencia de algún error de logicidad en la valoración de los medios probatorios 
efectuados por el Juez, que amerite la nulidad de la sentencia apelada. 
 
Resalta por otro lado el carácter extraordinario de una declaración de nulidad 
procesal, al considerar que el estado de nulidad potencial no puede afectar el 
debido proceso, que la declaración innecesaria de nulidad por parte del Ad quem 
respecto a la resolución apelada, se encuentra viciada de incongruencias, al no 
haber emitido pronunciamiento sustentando conforme a su apreciación razonada 
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de los medios probatorios actuados en el proceso, no valorando adecuadamente 
todos los medios probatorios, incluido lo referido al acta de conciliación, lo que en 
definitiva afecta las garantías al debido proceso, ordenando la emisión de nueva 
resolución. 
 
Finalmente, La Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, en 
segundo pronunciamiento confirmó la sentencia del A quo, en congruentes 
fundamentos con el Quincuagésimo Noveno Juzgado Civil de Lima, toda vez que 
consideró, aplicable el artículo 1412 del Código Civil, al no advertirse condición 
pactada en contrario ni norma que literalmente se oponga; y que respecto del caso 
materia de litis no existe pacto de condición suspensiva alguna, por la que el 
vendedor se haya podido eximir de perfeccionar la compraventa. 
 
Considerando en esas líneas, que al haber cobrado existencia el bien materia de 
transferencia de propiedad, resulta de inaplicable el artículo 1426 del Código Civil y 
en consecuencia válidos los efectos jurídicos del contrato de compraventa y las 
consecuencias derivadas de este, según el artículo 1535 y en concordancia con los 
artículos 1549 y 1551 del Código Civil; resaltando que el cumplimiento de las 
obligaciones del vendedor no podía ser enervadas por su unilateral interpretación. 
 
Concluye finalmente que el vendedor se encuentra obligado a otorgar escritura 
pública del inmueble sub Litis; siempre y cuando se efectué el previo pago (en 
ejecución de sentencia), de los conceptos a que se encuentra obligado el 











En principio es de mencionar que compartimos los fundamentos emitidos por el 
órgano jurisdiccional de primera instancia (Quincuagésimo Noveno Juzgado Civil 
de Lima), que declaró fundada la demanda de otorgamiento de escritura pública, 
por los siguientes fundamentos: 
 
Respecto del contrato de compraventa de bien inmueble se puede concluir; que 
el otorgamiento de escritura pública es una obligación a la que se debe el 
vendedor, ya sea porque así se haya convenido por las partes (autonomía 
privada de la libertad), o porque aun cuando las partes no la hayan previsto en 
el contenido contractual, tal obligación de por sí viene impuesta por la ley, 
específicamente en aplicación del artículo 1549 del Código Civil. 
 
Respecto al incumplimiento de la referida obligación (otorgamiento de escritura 
pública), la parte afectada (el comprador) podrá interponer demanda de 
otorgamiento de escritura pública, a mérito de los artículos 1412 y 1549 del 
Código Civil, a efectos de exigir el cumplimiento de la obligación a la que se 
debe el vendedor de otorgar la respectiva escritura pública; siendo el caso que, 
de mediar mandato judicial y el vendedor se negara a cumplir, el Juez lo 
otorgará en nombre del vendedor de pleno derecho. 
 
En cuanto al artículo 1549 del Código Civil, el cual describe que: ¨Es obligación 
esencial del vendedor perfeccionar la transferencia de la propiedad del bien¨. 
Se puede concluir, que el cumplimiento de dicha obligación, debe de conllevar 
el desplazamiento de todos aquellos actos necesarios por parte del vendedor, 
que le permitan al comprador, un ejercicio pleno de su derecho de propiedad, 
como es el de poder usar, disfrutar, disponer, reivindicar y oponer su derecho 
de propiedad frente a la injerencia de terceros de mala fe. 
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Respecto a las cláusulas de condición suspensiva se puede concluir, que si 
bien dichas clausulas suspenden la validez del contrato o parte de esta a su 
posterior verificación de que el bien o hecho esperado por las partes se llegue a 
concretar, estás deben de ser incluidas de manera expresa en el contenido 
contractual, a efectos de que estos cobren vigencia y exigibilidad hacia las 
partes contratantes. Este supuesto, no se dio en nuestro caso en particular, en 
tanto que, no se pudo advertir clausula de condición suspensiva que condicione 
el otorgamiento de la escritura pública al pago de los gastos por la elaboración 
de la declaratoria de fábrica. 
 
Respecto a la cláusula segunda del contrato de compraventa del departamento 
es necesario concluir que, por ¨documentación definitiva¨ no se hace alusión al 
otorgamiento de escritura pública, puesto que, dicha obligación se encuentra 
contenida en el artículo 1551 del código Civil, el cual hace remisión a la entrega 
de documentos y títulos relativos a la propiedad, mas no a la formalización de 
documento de escritura pública. 
 
Finalmente concluimos, que la formalización de otorgamiento de escritura 
pública es el camino inicial para proteger y garantizar nuestro derecho de 
propiedad en los registros públicos, en tanto que, con su debida inscripción se 
obtiene la oponibilidad del derecho frente a la injerencia o el ataque de terceros 
de mala fe; a través del acto de la publicidad registral, con el que se hace de 

















El derecho de propiedad desde todas sus aristas, debe de ser ejercida de 
manera plena; entendida por el mismo, a aquella libertad que le permitan al 
propietario usar, disfrutar, disponer, reivindicar y oponer su derecho de 
propiedad frente a la injerencia de terceros. 
 
 
En cuanto a la constitución del contrato, de existir algún vacío, norma o cláusula 
que genere ambigüedad o no se haya previsto por las partes; y, se genere un 
conflicto o controversia en particular, será de aplicación supletoria lo establecido 




Si bien en virtud al principio de la autonomía privada de la voluntad, las partes 
pueden decidir sobre el contenido contractual que los regirá, existen 
disposiciones del Código Civil que son de obligatorio cumplimiento para las 




Es recomendable inscribir nuestro derecho de propiedad en los registros 
públicos, no solo para revestirla de protección y seguridad jurídica, sino también 
porque de ella se deviene el fácil acceso a la publicidad y circulación de la 
riqueza (cuando se quiera comprar o vender), o como también la facilidad para 
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El señor Eduardo Enrique Vargas Otero interpuso demanda de Hábeas Corpus ante 
el Décimo Octavo Juzgado Penal de Turno Permanente de la ciudad de Lima, contra 
el Director de la Clínica Instituto Oncológico Miraflores S.A., a fin de que se disponga 
la inmediata libertad de la Sra. Consuelo Sifuentes Mata, quien estaría siendo víctima 
de una indebida e injustificada restricción de su libertad individual, al no permitírsele 
abandonar la clínica en razón de la falta de pago en la que incurrió la beneficiada, 
producto de los gastos generados por su internamiento médico. 
Al respecto el órgano jurisdiccional de primera instancia, decidió declarar fundada la 
demanda de Hábeas Corpus, por considerar que sí se estaba produciendo una grave 
afectación a la libertad individual de la beneficiada, en vista que, encontrándose con 
orden de alta médica, se le prohibió su salida de referida clínica, hasta que no 
cumpliera con cancelar el integro de la deuda generada por su internamiento.  
La Sexta Sala Superior Especializada en lo Penal para procesos con Reos Libres, en 
un pronunciamiento contradictorio, revocó la sentencia de primera instancia y 
reformándola, la declaró Infundada; al considerar que no se habría producido 
afectación alguna a la libertad individual de la beneficiada. 
La parte afectada presentó el Recurso de Agravio Constitucional, y el Tribunal 
Constitucional finalmente, declaró fundada la demanda de Hábeas Corpus, 
disponiendo que la demandada no vuelva a incurrir en la conducta cuestionada, bajo 
apercibimiento de aplicársele las medidas correctivas previstas en el artículo 22° del 
código procesal constitucional. 
PALABRAS CLAVES: Derechos fundamentales, Garantía Constitucional, Hábeas 
corpus, Libertad Individual, Restricción de la Libertad. 
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1. SÍNTESIS DE LA DEMANDA 
 
Con fecha 20 de Julio del 2005, el Señor Eduardo Enrique Vargas Otero, interpuso 
demanda de Hábeas Corpus contra el Director de la Clínica Instituto Oncológico 
Miraflores S.A., a fin de que se disponga la inmediata libertad de la Sra. Consuelo 
Sifuentes Mata, quien estaría siendo víctima de una indebida e injustificada restricción 
de su libertad individual, por la falta de pago en que incurrió la beneficiada, de los 
gastos generados por su internamiento médico en referida clínica. 
 
FUNDAMENTOS DE HECHO: 
 
- El demandante alegó que, con fecha 16 de Julio del 2005, la Señora Consuelo 
Sifuentes Mata ingresó a la Clínica Instituto Oncológico Miraflores S.A., a fin de 
recibir tratamiento médico, y que, habiendo sido dada de alta, con fecha 20 de 
Julio del 2005, a las 15:00 horas, los Directivos de referida clínica, dispusieron 
que se le prohibiera de su salida, hasta que no cumpla con cancelar el integro de 
la deuda generada por su tratamiento. 
- Por otro lado, argumentó, que de la deuda generada se cumplió con cancelar un 
total de S/. 2,100.00 Nuevos Soles, adeudando una diferencia de S/. 7,189.41 
Nuevos Soles; saldo o diferencia por el cual, la referida clínica, opto por retenerla 
en contra de su voluntad en una clara afectación a la libertad individual de la 
beneficiada. 
- Agrega que los hechos suscitados atentan contra la libertad individual, dado que, 
tal como lo precisan los literales C) y F) del Inciso 24 del Artículo 2º de la 
Constitución Política del Estado, no hay prisión por deudas y nadie puede ser 
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detenido sino por mandato escrito y motivado del Juez o por las autoridades 
policiales en caso de fragante delito.  
- Solicita que, al estar vulnerándose la libertad individual de la beneficiada, se 
disponga de manera inmediata, la constitución del Juez a la referida clínica, a 
























2. SÍNTESIS DE LA DILIGENCIA DE VERIFICACIÓN DE LOS HECHOS 
 
Con fecha 20 de Julio del 2005, se admitió a trámite la demanda de Hábeas Corpus, 
disponiéndose se practique una sumarísima investigación, y la constitución de la 
señora Juez a la Clínica Instituto Oncológico Miraflores S.A., a fin de verificar si 
efectivamente se estaría produciendo una afectación a la libertad individual de la 
beneficiada. 
 
VERIFICACIÓN DE LOS HECHOS 
 
Con fecha 21 de Julio del 2005, siendo las 00:20 horas, la juez se constituyó al lugar 
de los hechos y llevó a cabo las siguientes diligencias: 
- Entrevista, a través de la reja de entrada de la clínica, a una persona que 
manifestó ser el enfermero encargado que, inicialmente, no permitió el ingreso de 
la juez por estar activadas las alarmas, hasta no contar con la autorización del 
médico encargado. Al cabo de unos minutos, se logró comunicar vía telefónica 
con una persona que autorizó el ingreso para la respectiva verificación. 
- Constituida en la habitación Nº 305, que ocupaba la beneficiada, le preguntó, si 
tenía conocimiento de la acción de Hábeas Corpus interpuesta contra el Director 
de mencionada clínica, y desde cuándo se encontraba internada, respondió que: 
¨...sí tenía conocimiento, y que se encontraba internada desde el día sábado 16 
de julio, y que estando con orden de alta médica, no la han dejado salir de la 
referida clínica, ya que, para ello, primero debía cancelar el total de la deuda 
generada por su tratamiento…¨. 
5 
 
- Respecto al monto de la deuda, manifestó: ¨…creo ser un monto de nueve mil 
soles, habiéndose cancelado dos mil cien nuevos soles, y que la diferencia su 
esposo trató de llegar a un acuerdo con referida clínica…¨. 
- En cuanto a los motivos de su internamiento, refirió que: ¨fue por motivos que 
debía ser tratada de quimioterapia, y que desde el día sábado que fue internada, 
al día que le dieron de alta, le aplicaron medicinas y sueros, de los cuales se 
sentía mejor…¨ 
- Finalmente agregó: ¨Que ya se quería ir a su casa por estar de alta, pero que se 
lo estaban impidiendo, por no cancelar la deuda, pero que existía la intención de 
hacerlo ya que no se negaban a cumplir con dicho pago, buscando por el 
contrario forma o manera alguna de efectuarlo, siendo retenida en forma 
indebida¨. 
- Posteriormente, se tomó la declaración de la persona encargada del Instituto 
Clínico, señor Carlos Enrique Salazar Crispín (enfermero asistencial de 
oncología), con número de DNI. 21124791, quien refirió, no tener conocimiento de 
la acción de Hábeas Corpus interpuesta por los familiares de la señora Consuelo 
Sifuentes Mata. 
- Sí informó que la señora Consuelo Sifuentes entró a la clínica por un proceso de 
Neutropenia, defensas bajas y el tratamiento recibido fue de antibióticos, medidas 
de aislamiento, más transfusiones de sangre. 
- Señaló que el médico a cargo de la señora Consuelo Sifuentes Mata, era el Dr. 
Venegas, quien es el doctor principal, siendo tratada también por el Dr. Velardes 
del área de ginecología, y el Dr. Castillo de cuidados intensivos. 
- Para que diga quién es la persona encargada de autorizar la salida de la paciente, 
previa papeleta de alta médica, manifestó: ¨ser la persona encargada del área de 
facturación, esto es, el señor Lorenzo Huamaní. 
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- En cuanto al procedimiento a seguir luego de expedida la facturación y la papeleta 
de alta médica, refirió: ¨Que es el médico tratante en este caso el Dr. Venegas, 
quien formula la papeleta de alta, el cual es derivada al área de facturación; a 
cargo del señor Lorenzo Huamaní, quien hace la respectiva liquidación, previa 
relación de lo que se consumió en la paciente¨.  
- Finalmente, refirió que el director de la clínica era el Dr. Jose Tarazona Noriega, 
quien no se encontraba en ese momento. 
Concluida la diligencia de verificación de los hechos, se firmó el acta por la Señora 
Jueza María Sánchez Tuesta, el Secretario Daniel Peña Sánchez y el enfermero 

















3. RESOLUCIÓN DE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES Y ALEGACIONES 
DE LAS PARTES 
 
3.1 SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 
 
Con fecha 21 de julio del 2005, el Décimo Octavo Juzgado Penal de Lima resolvió 
declarar Fundada la demanda de Hábeas Corpus, disponiendo la inmediata libertad de 
la Sra. Consuelo Sifuentes Mata, cursándose el oficio correspondiente a la Clínica 
Instituto Oncológico Miraflores S.A., y en relación a la deuda que mantiene la 
beneficiada con la demandada, se ordenó que esta sea tratada de manera especial, a 
efectos de que se llegue a un acuerdo en salvaguarda del derecho de ambas partes.  
Se basó en los siguientes fundamentos:  
 
- Tratándose de una acción de Hábeas Corpus, corresponde al Juez Penal de 
Turno emitir el fallo que ponga fin a la misma, basándose para ello en las pruebas 
y diligencias actuadas, en el curso de la sumarísima investigación. 
- Según lo establecido en el artículo segundo de la Ley 28237 – Código Procesal 
Constitucional, ¨los objetos de los procesos constitucionales proceden cuando se 
amenace o viole los derechos constitucionales por acción u omisión de actos de 
cumplimiento obligatorio, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona. 
Cuando se invoque la amenaza de violación, esta debe de ser cierta y de 
inminente realización…¨. 
- El Hábeas Corpus interpuesto, se fundamenta en que la favorecida se encuentra 
retenida, en contra de su voluntad, por una disposición de los Directivos de la 
referida clínica, la cual ordenó que, mientras no cumpla con cancelar la totalidad 
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de la deuda generada por el tratamiento recibido, se le prohíba su salida de 
mencionada clínica.  
- Según artículo segundo, inciso veinticuatro, literal ¨c¨ de la Constitución Política 
del Estado: ¨No hay prisión por deudas. Este principio no limita el mandato judicial 
por el incumplimiento de deberes alimentarios¨. 
- Del acta de verificación de los hechos, se concluyó que, efectivamente, la 
beneficiada estaría siendo retenida en contra de su voluntad, por no haber 
cumplido con el pago íntegro de la deuda generada con referida clínica; 
verificándose una clara afectación al derecho invocado, por lo que debían de 
establecerse las acciones correctivas, a fin de que no se siga vulnerando el 
derecho a la libertad individual de la beneficiada. 
- En ese sentido concluyó que, de los hechos incoados y las pruebas colegidas, sí 















3.1.1 RECURSO DE APELACIÓN 
 
Con fecha 22 de julio del 2005, el señor José Cesar Alejandro Toranzo Noriega 
(Director de clínica demandada), interpone recurso de apelación contra la sentencia 
emitida por el juez del Décimo Octavo Juzgado Penal de Lima, que resolvió declarar 
fundada la demanda de Hábeas Corpus, interpuesta por el señor Eduardo Enrique 
Vargas Otero, a razón de los siguientes fundamentos: 
 
- Con fecha 16 de julio del 2005, la Sra. Consuelo Sifuentes Mata ingresó al 
Instituto Oncológico Miraflores S.A., para recibir atención médica con el 
diagnóstico de Neutropenia febril, foco respiratorio. 
- Luego de recibir el tratamiento médico e incluso farmacológico, la paciente fue 
dada de alta el día 20 de julio del mismo año, a las 15:00 horas como consta en el 
respectivo documento firmado por su médico tratante, el Dr. Diego Venegas 
Ojeda. 
- Sin embargo, agregó que, su posterior permanencia de la beneficiada se debió a 
que se le estaba administrando la primera unidad de sangre (paquete globular), la 
cual terminó de aplicársele a las 15:30 horas, y la segunda que culmino, a las 
20:30 horas del mismo día.  
- Que en ningún momento se le impidió a la paciente salir de la clínica, y fue el 
mismo esposo de la paciente quien a primeras horas de la mañana del día 20 de 
julio, se apersonó al área de facturación a fin de solicitar la liquidación de los 
servicios prestados y poder cancelarlos, en la medida que pediría un préstamo a 
la empresa en la que labora. 
- Siendo las 20:45 horas del mismo día, el encargado de facturación se comunicó 
por celular con el esposo de la paciente para confirmar la hora en la que llegaría a 
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cancelar y así poder esperarlo, a lo que el esposo respondió que llegaría en 40 
minutos con el dinero, y que por favor lo esperaran ya que la administración solo 
labora hasta las 20:00 horas. 
- El demandado alegó que la paciente siempre sostuvo que esperaba a su esposo, 
el cual no llegó, porque precisamente estaba ¨preparando¨ alegar una presunta 
violación al derecho de la libertad, para de este modo burlar el pago de los 
servicios médicos; ya que desde muy temprano el esposo estuvo dilatando el 
tiempo para la cancelación de la factura. 
- Sostuvo que el Abogado de la paciente quería sorprender a la Administración de 
Justicia con alegaciones inexactas, ya que no ha existido presión, intimidación y 
menos aún impedimento de salida de la paciente; resaltando que, ella no se retiró, 
primero, porque estaba aún con tratamiento médico, como se registra en su 
historia clínica, y segundo porque esperaba la llegada del Juez para poder eludir 
de ésta forma el pago de las obligaciones que debe de honrar con la referida 
clínica.   
- Sostuvo que se brindó todas las facilidades al A quo para la realización de la 
inspección correspondiente, a fin de que se verifique que no se incurrió en la 
vulneración del derecho incoado. 
- Que la beneficiada en el acto de la inspección judicial, expresó su reconocimiento 
a las facilidades y atención recibida posterior a la orden de alta médica; y que no 
había sido retenida por incumplir con el pago de las obligaciones, ni exhibió 
ningún documento administrativo que explique infracción a los derechos de la 
persona, conducta que fue manifiestamente advertida por el personal del 





3.1.2 CONCORDANCIA Y CONTRADICCIONES ENTRE LOS HECHOS   
         AFIRMADOS POR EL DEMANDANTE Y EL DEMANDADO 
 
Se procederá a efectuar el siguiente punto, en consideración a los hechos afirmados 
por el demandante en la interposición de su demanda, y los hechos afirmados por el 




De los hechos afirmados por el demandante y demandado; se advirtió como puntos 
concordantes lo siguiente:  
- Ambos afirman que la beneficiada se encontraba internada desde el día 16 de 
julio del 2005, en la clínica instituto oncológico Miraflores S.A. 
- Que, la beneficiada fue dada de alta el día 20 de Julio del 2005, a las 15:00 
horas, según consta en la orden de alta médica emitida por su médico tratante 
el Dr. Diego Venegas Ojeda. 
- Que, existe una deuda pendiente de pago, por los gastos generados de su 
tratamiento e internamiento médico en referida clínica. 
- Que, efectivamente, se realizó la administración de sangre (paquete globular), 
con posterioridad a la orden de alta médica; concluyéndose la primera a las 




En cuanto a los hechos afirmados por el demandante y el demandado, se pudo 
encontrar como puntos discrepantes lo siguiente: 
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- Respecto a la afectación a la libertad individual de la beneficiada, para el 
demandante, esta sí se llegó a configurar, a causa del condicionamiento de la 
salida de la beneficiada al pago íntegro de los gastos generados por su 
tratamiento e internamiento médico en la referida clínica, y más aún cuando la 
beneficiada se encontraba con orden de alta médica. 
 
En posición contraria el demandado afirmó, que su posterior permanencia a la 
orden de alta médica, se debió al tratamiento médico (transfusiones de sangre), 
que aún recibía la paciente, y no porque se haya condicionado su salida al pago 
íntegro de los gastos generados por su tratamiento. 
 
- El demandado contradice la causa del demandante para la interposición de la 
demanda de habeas corpus, en cuanto que, esta no fue por la supuesta 
afectación a la libertad individual de la beneficiada, sino para evadir de forma 














3.2 SENTENCIA DE LA SALA SUPERIOR – SEGUNDA INSTANCIA 
 
Con fecha 24 de agosto del 2005, la Sexta Sala Especializada en lo Penal Para 
Procesos Con Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima, resolvió revocar 
la sentencia apelada, y reformándola, la declaró infundada en razón de los siguientes 
fundamentos: 
- Este órgano jurisdiccional consideró que, al momento de la interposición de la 
demanda, esto es, a las 16:40 horas, del día 20 de julio del 2005, la favorecida 
aún se encontraba internada en la clínica referida. 
- Que, el mismo día, a las 15:00 horas, la beneficiada fue dada de alta conforme a 
la papeleta de alta médica emitida por su médico tratante el Dr. Diego Venegas 
Ojeda y según la declaración ofrecida por el Sr. Carlos Enrique Salazar Crispín, 
en la respectiva acta de verificación de los hechos. 
- Sin embargo, la entidad accionada alegó que su posterior permanencia a la orden 
de alta médica, se debió a que la beneficiada aún se encontraba recibiendo 
tratamiento médico, esto es, la administración de sangre, cuya segunda unidad 
culminó a las 20:30 horas del mismo día. 
- Al respecto, la sala superior consideró, que según los informes médicos que 
corren en autos, con el nombre  Notas de Evolución – Transfusión Sanguínea, se 
comprobó, que la favorecida sí se encontraba sometida a una transfusión de dos 
unidades de sangre, culminando la primera a las 15:30 horas (posterior a la orden 
de alta médica) y la segunda a las 20:30 horas del mismo día; determinándose 
con ello, que al momento de la interposición de la demanda, la beneficiada aún se 
encontraba con tratamiento médico, y consecuentemente no haberse vulnerado el 
derecho a la libertad individual de la beneficiada. 
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      3.2.1 RECURSO DE AGRAVIO CONSTITUCIONAL 
 
Con fecha 08 de setiembre del 2005, el Sr. Eduardo Enrique Vargas Otero, interpuso 
Recurso de Agravio Constitucional, contra la sentencia emitida por el Ad quem, de 
fecha 24 de agosto del mismo año, que decidió revocar la sentencia emitida por el A 
quo que, reformándola, declaró infundada la demanda de Hábeas Corpus, el cual 
origino el presente Recurso de Agravio Constitucional, a mérito de los siguientes 
fundamentos: 
 
- El demandante alegó que, tal como se precisó en su demanda de hábeas Corpus, 
la Sra. Consuelo Sifuentes Mata fue víctima de una injustificada detención, en 
cuanto los Directivos de la referida clínica condicionaron su salida al pago íntegro 
de los gastos generados por su internamiento médico; hechos que atentaron 
contra su libertad individual garantizada y reconocida por el literal c) y f), inciso 24 
del artículo 2º de la Constitución Política del Estado. 
- Que, del acta de verificación de los hechos se pudo verificar que, efectivamente, 
la señora Consuelo Sifuentes Mata era retenida en contra de su voluntad por el no 
pago de la deuda generada de su internamiento médico, hecho corroborado con 
la declaración del enfermero de turno (representante de la clínica en ese 
momento), quien manifestó, que efectivamente la paciente se encontraba de alta 
y no podía salir, porque no había cancelado su deuda con la referida clínica. 
- Terminada la diligencia de verificación de los hechos, a las 02:00 horas del 21 de 
julio del 2005, la juez se retiró para emitir la respectiva sentencia, la cual se 
notificó a las 10:00 horas aproximadamente del mismo día, por lo que los 
Directivos de la clínica, dispusieron la inmediata libertad de la beneficiada, la cual 
se efectivizó a las 11:00 horas aproximadamente del mismo día.  
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- Alegó, que el enfermero representante de la referida clínica, al momento de la 
verificación de los hechos, no precisó, que la paciente no había salido porque se 
le estaba suministrando transfusiones de sangre; que esta versión recién surgió 
con la interposición del recurso de apelación. 
- Que la resolución de segundo grado de fecha 24 de agosto del 2005, ha tomado 
como fundamento para revocar la sentencia del A quo, los informes médicos de 
los Galenos de la clínica, que señalaron que la paciente permaneció en la clínica 
debido a las transfusiones de sangre que se le estaba suministrando, por lo que 
estimó que carecían  de veracidad, por cuanto que, estos médicos no 
desvirtuaron la situación del alta médica en la que se encontraba su representada; 
aunada al hecho que la beneficiada en todo momento dejo constancia que 
encontrándose con orden de alta médica desde las 15:00 horas,  no le permitieron 
de su salida. 
- En esas líneas, el demandante concluyó, que la resolución emitida por el Ad 
quem, solo se basó en los informes médicos, más no así en los documentos de 













3.3 SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL  
 
Con fecha 17 de octubre del 2005, la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, declaró 
Fundada la demanda de Hábeas Corpus, disponiendo que la demandada no vuelva a 
incurrir en la conducta cuestionada, bajo apercibimiento de aplicársele las medidas 
correctivas previstas en el artículo 22º del Código Procesal Constitucional, a razón de 
los siguientes fundamentos: 
 
- En principio considera que el derecho a la libertad personal se encuentra 
reconocida en el inciso 24, del artículo 2º de la Constitución Política del Estado, el 
cual refiere qué: ¨Toda persona tiene derecho; a la libertad y seguridad 
personales (…) ¨. 
- Que el inciso 24, del artículo 2º de la Constitución Política del Perú, hace una 
diferenciación implícita del supuesto propio de una restricción de la libertad 
personal, de aquel que constituye una privación de la libertad; precisando que, la 
recurrente no ha sido objeto de una privación de su libertad personal, sino de una 
restricción de ella, en cuanto existió un impedimento temporal del ejercicio de su 
libertad, el cual fue condicionado a la cancelación integra de los gastos 
generados. 
- Por otro lado, el Tribunal Constitucional, en parafraseo a la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, en su sentencia emitida el 24 de enero de 1998 (Caso 
Gangaram Panday Vs Surinam) párrafo 47, consideró, que ninguna persona 
puede ser sometido a una restricción de su libertad física, ¨por causas y métodos 
que - aun calificados de legales - pueda reputarse como incompatible con el 
respeto de los derechos fundamentales del individuo; por ser entre otras causas 
irrazonable, imprevisible, o faltos de proporcionalidad¨. 
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- Que la prohibición de privar el ejercicio de la libertad o, en su caso, de restringirla 
ilegal o arbitrariamente, vincula tanto al Estado como a los propios particulares; 
sin embargo, antes de declarar que se produjo contra ella una restricción ilegal de 
su libertad física, es preciso determinar; si efectivamente se produjo tal restricción. 
- En ese sentido, este tribunal constitucional consideró como sucesos, lo siguiente: 
 La beneficia fue dada de alta el día 20 de julio del 2005 a las 15:00 horas. 
 A las 15:30 horas, 17:30 horas y a las 20:30 horas del mismo día, la 
beneficiada fue sometida a unas transfusiones de sangre, las cuales se 
efectuaron después de la orden de alta médica. 
 La demanda se interpuso a las 16:40 horas, del día 20 de julio de 2005, 
cuando la beneficiada contaba formalmente con su orden de alta médica, y 
después de que se practicara la primera transfusión de sangre. 
 Que aún pese de haber culminado la segunda transfusión de sangre esto 
es las 20:30 horas del día 20 de julio del 2005, a la llegada de la Juez para 
la respectiva verificación esto es a las 00:20 horas del día 21 de julio de 
2005, la beneficia aún permanecía en las instalaciones de la clínica. 
 Según versión del abogado demandante, y que no ha sido cuestionada por 
la otra parte, la beneficiada solo pudo salir de las instalaciones, después 
de notificada la sentencia estimatoria de primera instancia, esto es 
aproximadamente las 10:00 de la mañana, del día 21 de julio de 2005. 
 En declaración tomada al Sr. Carlos Enrique Salazar Crispín, en el acta de 
verificación, para que un paciente se retire de las instalaciones con orden 




 Que el Director Médico del Instituto Oncológico Miraflores S.A., afirmó que 
el encargado de facturación del ente emplazado se comunicó con el 
esposo de la paciente esto es a las 20:45 horas del día 20 de julio de 2005 
para confirmar la hora en la que llegaría a cancelar la referida deuda. 
 La salida de la beneficiada, finalmente se efectivizo el día 21 de julio del 
2005, con la ¨carta de compromiso¨ qué firmo la Sra. Alejandrina Mata 
(familiar de la beneficiada), en el que se comprometió a cancelar la deuda 
generada. 
- Al respecto este Tribunal Constitucional, concluyó, que ha quedado probado con 
el acta de verificación de los hechos, que la recurrente no pudo salir de las 
instalaciones del ente emplazado ni siquiera después de haber sido sometida al 
tratamiento de trasfusiones de sangre; toda vez que, a la llegada de la Juez para 
la respectiva verificación de los hechos, esto es a las 02:20 horas del día 21 de 
julio del 2005, la beneficiada aún se encontraba en la referida clínica. 
- Que es de advertir, lo manifestado por el Director médico en su recurso de 
apelación, por el que refirió que, terminada las transfusiones de sangre, el 
encargado de facturación se comunicó con el esposo de la paciente para que 
confirmara la hora en la que llegaría a cancelar la deuda en particular. 
- En esas líneas este Tribunal concluyó, que el procedimiento existente en el 
Instituto Clínico emplazado, para que un paciente pueda salir con su respectiva 
orden de alta médica, supone que previamente se realicen todos los pagos 
correspondientes a los gastos generados con la referida clínica. 
- Que, si bien la satisfacción de esta acreencia es de legítima y legal, el medio que 
se utilice para hacer efectivo su pago, bajo ningún punto de vista puede consistir 
en la restricción del ejercicio efectivo de la libertad personal, en tanto las personas 





4.1 PROBLEMA PRINCIPAL O EJE 
 
El problema principal en el caso materia de análisis, es la contradicción que se 
presentó respecto de la vulneración o no de la libertad individual de la beneficiada.  Por 
un lado, el A quo declaró fundada la demanda de habeas corpus, en tanto que el 
órgano superior, revocó la sentencia emitida y, reformándola, la declaró infundada al 
considerar que no se había transgredido la libertad individual de la beneficiada. 
 
Los órganos jurisdicciones basaron su resolución en distintos elementos probatorios, 
en tanto que, el A quo tomó como elementos principales, la papeleta de alta médica y 
el acta de verificación de los hechos, con los que concluyó que, efectivamente, pese a 
encontrarse con orden de alta médica, se impidió a la beneficiada su salida de la 
clínica con la única justificación de no haber cumplido con el pago de la deuda 
generada por su tratamiento médico, hecho que constituyó una medida irregular en 
clara afectación de su libertad individual. 
 
Por su parte, el órgano jurisdiccional de segunda instancia, valoró principalmente los 
informes médicos ofrecidos por el demandado, de los cuales concluyó que al momento 
de la interposición de la demanda de hábeas corpus la beneficiada aún se encontraba 
recibiendo tratamiento médico (transfusiones de sangre) por lo que no era posible 
constatar la vulneración de su derecho a la libertad individual.  
 
A este respecto, se puede señalar que la sala superior no realizó una valoración 
conjunta o integral de los elementos probatorios ofrecidos por las partes, ni tomó en 
20 
 
cuenta el acta de verificación de los hechos realizada por la juez. Por un lado, no 
consideró la orden de alta médica con la que contaba la beneficiada al momento de la 
interposición de la demanda; y, por otro lado, tampoco valoró los hechos verificados 
por la juez en la inspección; diligencia en la que consta que, efectivamente, la 
beneficiada se encontraba retenida en contra de su voluntad. 
 
4.2 PROBLEMA SECUNDARIO 
 
Podemos señalar como un problema secundario la determinación de competencia del 
Tribunal Constitucional, para conocer sobre el fondo del asunto y emitir sentencia, 
dado que, cesada la vulneración del derecho incoado durante el desarrollo del proceso, 
carecería de objeto pronunciarse al respecto, en vista que, estaríamos ante una causal 
de improcedencia por haberse producido la sustracción de la materia.  
 
Cabe mencionar que el Código Procesal Constitucional contiene dos artículos 
relacionados a la sustracción de la materia, los cuales no serían aplicables a nuestro 
caso en particular, como veremos.  
 
El artículo 5, inciso 5, del Código constitucional adjetivo, señala: ¨No proceden los 
procesos constitucionales cuando a la presentación de la demanda ha cesado la 
amenaza o violación de un derecho constitucional o se ha convertido en irreparable¨.  
Estamos ante una causal de improcedencia relacionada al cese de la vulneración o 
amenaza de vulneración del derecho, con anterioridad a la presentación de la 
demanda, la cual no sería aplicable a nuestro caso en particular, dado que, a la 
interposición de la demanda, aún seguía existente la agresión del derecho a la libertad 




El segundo párrafo del Art. 1, de la misma norma procesal, prevé que: ¨Si luego de 
presentada la demanda cesa la agresión o amenaza por decisión voluntaria del 
agresor, o si ella deviene en irreparable, el Juez, atendiendo el agravio producido, 
declarará fundada la demanda precisando los alcances de su decisión…¨. El referido 
supuesto tampoco se ajusta a nuestro caso en particular, en vista que, la referida 
agresión no ceso por la decisión voluntaria del agresor, sino por los efectos 
consecuentes de la sentencia estimatoria de primera instancia.  
 
Es necesario precisar que, a pesar de estar inmersos ante un supuesto como el 
descrito en el segundo párrafo del artículo anterior, el juez atendiendo la magnitud del 
agravio producido y, según sean los elementos suficientes que encuentre en la 
afectación del derecho, podrá emitir una sentencia sobre el fondo del asunto, 
precisando los alcances de su decisión. 
 
Este criterio ha sido reconocido y consagrado por el Tribunal Constitucional, en su 
diversa jurisprudencia, en el cual se estableció, dos tipos de regímenes procesales 
relacionados a la sustracción de la materia (el ordinario y el excepcional).  
 
El régimen ordinario, en el que es innecesario emitir un pronunciamiento sobre el fondo 
del asunto; y, el régimen excepcional, en el cual, sin perjuicio de declararse la 
sustracción de la materia, se podrá emitir un pronunciamiento sobre el fondo del 
asunto, atendiendo la magnitud del agravio producido y con la finalidad de exhortar al 
agresor, que no vuelva a incurrir en aquellos actos vulneradores del derecho incoado. 




5. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL CASO 
 
5.1. NORMAS LEGALES 
 
NORMAS LEGALES INVOCADAS POR LOS ÓRGANOS 
JURISDICCIONALES 
 
a) TRIBUNAL CONSTITUCIONAL  
 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ DE 1993  
Artículo 1º.- Persona Humana 
Artículo 2º, Inc. 24, Lit. ¨b¨, ¨c¨ y ¨f¨. - Derechos de la Persona  
 
       CÓDIGO PROCESAL CONSTITUCIONAL – LEY Nº 28237 
       Artículo 1º.- Finalidad de los Procesos 
       Artículo 5º, Inc. 5.- Causales de Improcedencia 
Artículo 22º.- Actuación de Sentencias 
 
b) SEXTA SALA PENAL ESPECIALIZADA EN LO PENAL PARA 
PROCESOS CON REOS LIBRES 
CÓDIGO PROCESAL CONSTITUCIONAL – Ley Nº 28237 
Artículo 2º.- Procedencia  
Artículo 25º.- Derechos Protegidos  
 
c) DÉCIMO OCTAVO JUZGADO PENAL DE LIMA  
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ DE 1993  
Artículo 2º, Inc. 24, Lit. ¨c¨. - Derechos de la Persona  
 
CÓDIGO PROCESAL CONSTITUCIONAL – LEY Nº 28237 
Artículo 2º.- Procedencia  
Artículo 25º, Inc. 7.- Derechos Protegidos 
Artículo 30º.- Tramite en caso de detención arbitraria  
Artículo 34º, Inc. 1.- Contenido de sentencia fundada  
 




CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ DE 1993  
Artículo 2º, Inc. 24, Lit. ¨c¨ y ¨f¨. - Derechos de la Persona  
 
CÓDIGO PROCESAL CONSTITUCIONAL – LEY Nº 28237 
 Artículo 1º.- Finalidad de los Procesos  
Artículo 12º.- Turno  
Artículo 25º, Inc. 7.- Derechos Protegidos 
Artículo 26º.- Legitimación  
Artículo 29º.- Competencia del Juez de Paz  
 
b) DEMANDADO EN SU INFORME ESCRITO 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ DE 1993  
Artículo 2º, Inc. 24, Lit.¨C¨. - Derechos de la Persona 
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CÓDIGO PROCESAL CONSTITUCIONAL – LEY Nº 28237 
Artículo 5º.- Causales de improcedencia  
Artículo 35º.- Apelación  





















5.2.1 FINALIDAD DE LOS PROCESOS CONSTITUCIONALES 
La finalidad de los procesos constituciones se encuentra regulado en el artículo II del 
Título Preliminar, del Código Procesal constitucional, en el que se estable que los fines 
esenciales de los procesos constitucionales son el de garantizar la primacía de la 
constitución y la vigencia efectiva de los derechos constitucionales. En ese sentido 
podríamos afirmar la doble dimensión que cumple la referida finalidad, en tanto que, 
por un lado, vela por la tutela de los derechos fundamentales y en igual sentido por el 
respeto irrestricto de nuestra constitución.   
Castillo Córdova (2009) , refiere que: 
¨la finalidad esencial de los procesos constitucionales es una misma: favorecer la 
efectiva vigencia de la Constitución, la cual se manifiesta también asegurando la plena 
vigencia de las normas iusfundamentales. Así, de los dos fines esenciales a los que 
alude el artículo II CPConst., el segundo –la vigencia efectiva de los derechos 
constitucionales– aparece como una concreción del primero –la plena vigencia de la 
Constitución–¨. (p. 12)  
En ese sentido, consideramos que  la finalidad de los procesos constitucionales, 
buscan proteger, tutelar y/o garantizar la primacía de la constitución y la vigencia 
efectiva de los derechos constitucionales, ello en tanto que, de las relaciones nacidas 
entre particulares o de estas con el estado, se suscitaron diversas situaciones, algunas 
de ellas que actuaron de forma positiva en el desarrollo de la sociedad y del estado; y, 
otras que, incidieron de forma negativa, como por ejemplo, aquellos actos vulneradores 
y violatorios de la constitución y de los derechos fundamentales.  
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Es en cuanto, aquellos aspectos negativos y vulneradores de la constitución y los 
derechos constitucionales, que conllevaron a la creación de diversas herramientas 
jurídicas, como los diversos procesos constitucionales, a través por el cual se busca 
tutelar los referidos derechos en cumplimineto del respecto irrestricto de nuestra 
constitucion, pues tal como refiere el autor, la concrecion de este ultimo, acarre como 
consecuencia, la tutela de los derechos fundamentales. 
Avocados a nuestro caso en particular, nos referimos al   proceso constitucional de 
Hábeas Corpus, como un mecanismo idóneo y fundamental, para garantizar y proteger 
el derecho a la libertad individual de las personas, y de aquellos derechos que sean 
conexos a la misma. 
      5.2.2 GARANTÍA CONSTITUCIONAL DE HÀBEAS CORPUS 
Diversos autores coinciden en considerar al  hábeas corpus como un proceso a través 
por el cual se busca garantizar el derecho a la libertad individual de las personas, y  los 
derechos fundamentales que sean conexos a la misma. Aunque en sus inicios esta 
estuvo ligada de manera estricta al referido derecho (libertad personal), en la 
actualidad estos han venido irradiando a otros derechos fundamentales que guarden 
una conexion con referido derecho.  
Henriquez Franco ( 2015), refiere: 
¨ Tal y como hoy se le entiende, el hábeas corpus es un mecanismo procesal, o mejor 
un proceso constitucional, destinado a garantizar el derecho a la libertad individual y 
ambulatoria, así como los derechos conexos, frente a la amenaza o vulneración de 





Reátegui Sánchez (2013), sobre el hábeas corpus: 
¨Etimológicamente ¨hábeas¨ significa: tener, y ¨corpus¨: cuerpo, y uniendo ambos 
términos latinos tenemos ¨tener el cuerpo, tener corporalmente a una persona¨. De 
estas dos ideas deriva una más explícita: ¨Una acción para que quien tiene prisionera a 
una persona, la muestre. Quien tiene corporalmente a una persona ilegalmente, la 
someta a la autoridad competente¨. (pp.275-276) 
Carrasco García (2013), al respecto refiere, 
¨Es el proceso constitucional por el cual se protege la libertad individual y derechos 
conexos a ella, frente a actos -de autoridades o particulares- que privan de la libertad o 
la restringen, sin causa o sin las formas legales . 
Si bien es cierto, el Hábeas Corpus en su origen estaba dirigido contra los abusos de 
poder de las autoridades: sin embargo, hoy en día, los abusos de poder no solo 
provienen de autoridades sino también de particulares que ostentan algún tipo de 
poder¨. (pp.293-294) 
En ese sentido podriamos mencionar, que la vulneración y/o amenaza del derecho a la 
libertad individual, se origina ya sea por acción u omisión de actos que provengan no 
solo de parte de las autoridades y/o funcionarios del estado; sino también, de aquellos 
particulares quienes en ilegitimo proceder puedan afectar y/o lesionar referido derecho.  
Y es de acotar lo mencionado, en cuanto qué, en nuestro caso en particular, la 
afectación y/o vulneración del derecho fundamental a la libertad individual, proviene de 
un acto irregular ejercido por una entidad particular (Clínica Oncológica Miraflorina) y 





      5.2.3 EN CUANTO A LA FINALIDAD DEL HÁBEAS CORPUS 
Uno de los aspectos mas relevantes en cuanto a la garantia constitucional de hábeas 
corpus, es el relacionado a la finalidad que cumple el referido proceso, el cual es 
garantizar el derecho fundamental a la libertad individual y los derechos 
constitucionales conexos a la misma, reponiendo las cosas al estado anterior a la 
violacion o amenaza de violacion, de tan preciado derecho. 
Castañeda Otsu (2017), precisa que,   
¨la finalidad del hábeas corpus es garantizar el derecho fundamental a la libertad 
individual y los derechos constitucionales conexos, reponiendo las cosas al estado 
anterior a la violación o amenaza de violación de los mismos. Por tal motivo, la 
procedencia de este proceso constitucional se supedita a la real existencia de una 
afectación, o de una amenaza de afectación de la libertad individual o de algun derecho 
conexo a ella. Si estas circunstancias no se presentan al momento de solicitarse la 
tutela urgente, es evidente que la pretención es improcedente.¨ (pp. 94-95) 
Al respecto es de mencionar, que la procedencia de referido proceso, se enmarca 
dentro de lo que se deba considerar, una real amenaza y/o vulneracion al derecho de 
la libertad individual o de algun derecho que sea conexo a la misma; en vista qué, no 
cualquier acto denunciado sera de amparable por referido proceso, sino aquellos que 
se deriven de una afectacion cierta y real  y/o de  una eminente realización cuando se 
trate de una amenaza a la libertad individual o derechos conexos a la misma. 
En cuanto a la referida afectación cierta y real como procedencia para la activacion del 
proceso constitucional, en nuestro caso en particular, se pudo comprobar la referida 
afectacion, en tanto que, al desarrollo de la diligencia de verificacion de los hechos por 
la Señora Juez, se pudo verificar; que la beneficiada Consuelo Sifuentes Mata sí 
estaría siendo víctima de una vulneración y/o afectación a su libertad individual, en 
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tanto que, se le habria condicionado su salida al pago integro de los gastos generados 
con la referida clinica,   pese a encontrarse con orden de alta médica desde las 15:00 
horas del día anterior a la verificación de los hechos. 
En ese sentido y cumpliendo con la finalidad fundamental a la que se debe el proceso 
en particular, la Sra. Juez mas alla de considerar en amparable la referida demanda, 
ordenó la inmediata libertad de la beneficiada, condiciendose dicha medida, con la 
finalidad fundamental a la que se debe el proceso en particular, el cual es el poder 
reparar, restituir y/o restablecer el derecho constitucionalmente vulnerado (libertad 
personal), o de aquellos derechos que sean conexos al mismo. 
      5.2.4 EL DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL 
Cueva Sevillano (2012), comenta, ¨La libertad y autonomía son garantizadas por el 
Estado por medio de derechos fundamentales en la Constitución, tales como la 
individual, que consiste en que no podemos ser privados de nuestra libertad física ni 
ser detenidos sin que la autoridad lo haya ordenado a través de un procedimiento legal; 
(…)¨. (pp.441-442) 
Por otro lado Francisco Eguiguren, el cual es citado por (Castañeda Otsu, 2017, p.83), 
comenta que,  ¨uno de los ámbitos específicos que involucra la libertad individual es el 
derecho a la libertad personal, que en su aspecto de libertad física, garantiza a su 
titular el no verse arbitraria o irrazonablemente privado de esta, ni ser detenido o 
sometido a restricciones en supuestos distintos a los previstos por la norma 
constitucional, la ley o los pactos intenacionales sobre derechos humanos.¨  
La libertad es uno de los más preciados derechos y por que no decirlo, uno de los mas 
importantes, seguidos al derecho a la vida, como una condición inherente que le es 
atribuida a toda persona por su única razón de serlo; es una condicion que se 
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desprende de la propia naturaleza del ser humano, en tanto qué y en virtud al mismo, 
las personas se revisten de una autonomia particular, que les  permite ejecutar y/o 
decidir todo aquello que este relacionado a la esfera de su voluntad; es decir, a la libre 
determinacion de sus actos sin la influencia de otros agentes externos. 
A decir de Cueva Sevillano (2012), ¨la libertad es un derecho que nos garantiza un 
espacio de independencia en el que ningun poder pueda intervenir más que la propia 
voluntad de la persona¨ (p.441). Siendo necesario precisar, que no se debe confundir 
aquella conceptualizacion amplia de ¨libertad¨, respecto de aquella que es entendida 
como el de ¨libertad personal¨; en tanto que, este ultimo es el que se tutela con el 
proceso constitucional de hábeas corpus, relacionado a la libertad fisica o de 
locomoción de las personas. 
Por otro lado, existe una relacion vinculante de genero a especie entre las mismas,  
siendo este ultimo ¨libertad personal¨, la especie que se enmarca dentro de un conjunto 
amplio de derechos que se tutelan por la libertad indivial; y como bien se refirio en el 
parrafo anterior, la libertad personal esta directamente referida, a la libertad física o de 
locomocion de las personas, el cual busca tutelar o proteger la vulneracion del referido 
derecho, respecto de toda accion que vulnere y/o amenaze el referido derecho y los 
derechos constitucionales  que sean conexos al mismo.  
 
      5.2.5 EL DERECHO A NO SER DETENIDO POR DEUDAS 
Adrián Coripuma Javier, el cual es citado por (Tupayachi Sotomayor, 2014, pp.290-
291), refiere que: 
Este derecho tiene reconocimiento constitucional en el artículo 2º, inciso 24, literal ¨c¨ de 
la norma fundamental en cuanto dispone que ¨c. No hay prisión por deudas. Este 
principio no limita el mandato judicial por incumplimiento de deberes alimentarios¨. 
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Asimismo, el artículo 11º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
establece que nadie será encarcelado por el solo hecho de no poder cumplir una 
obligación contractual, y el artículo 7º, inciso 7) de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos establece que nadie será detenido por deudas y que este principio 
no limita los mandatos de autoridad judicial competente dictados por incumplimientos de 
deberes alimentarios. 
Sobre el particular, el TC ha establecido que ¨cuando el literal ¨c¨, del inciso 24), del 
artículo 2º de la constitución prohíbe la prisión por deudas, con ello se garantiza que las 
personas no sufran restricciones de su libertad locomotora por el incumplimiento de 
obligaciones cuyo origen se encuentra en relaciones de orden civil. La única excepción 
a dicha regla se da como el propio dispositivo constitucional señala, en el caso del 
incumplimiento de deberes alimentarios, toda vez que están de por medio los derechos 
a la vida, salud y a la integridad del alimentista, en cuyo caso el juez competente puede 
ordenar la restricción de la libertad individual del obligado. (Tupayachi Sotomayor, 2014, 
pp.290-291) 
Como bien se puede advertir, el derecho a no ser detenido por deudas, encuentra una 
amplia protección no solo por parte de nuestra legislación constitucional y 
jurisprudencial; sino también, por aquellos pactos y acuerdos de caracter internacional, 
de los cuales se desprende el obligatorio cumplimiento, por parte de los estados 
miembros o signatarios, en una clara protección de los derechos y libertades 
reconocidas en ella y en aras de garantizar su libre y pleno ejercicio hacia todas las 
personas. 
En lo que respecta a nuestro caso en particular, estariamos ante un supuesto que 
lesionó y vulneró los diversos dispositivos normativos que tutelan y protegen la libertad 
individual de las personas, respecto de aquellos supuestos que encuentran como 
justificación para su detencion y/o restriccion, una deuda obligacional de carácter 
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particular; en tanto que, la vulneración de la libertad individual de la Sra. Consuelo 
Sifuentes Mata, se debió, respecto a la falta de pago en la que incurrio la beneficiada, 
de los gastos que se generaron por su tratamiento e internamiento medico en la clínica 
emplazada; toda vez que, los directivos de la referida clínica, dispusieron, que la 
beneficiada no se podia retirar, hasta que no cumpliera con cancelar en íntegro de la 
deuda generada con la referida clinica. Hecho que constituyó, una medida ilegitima e 
ilegal en clara afectación de la libertad individual de la beneficiada.  
Por otro lado se puede concluir, que a pesar de estar inmersos ante el cobro de una 
deuda de origen legitima y legal, el cumplimiento del mismo no puede conllevar a 
medidas que representen una clara afectación y/o limitación del derecho a la libertad 
individual de las personas, pues tal como establecio el Tribunal Constitucional en su 
sentencia recaida a nuestro caso en particular; que las personas humanas no pueden 
ser consideradas com un medio para la consecución de un fin. 
      5.2.6 ESTADOS EXTRAORDINARIOS DE EXCEPCIÓN Y EL HÁBEAS CORPUS 
Henriquez Franco (2015), describe: 
¨Se entiende por Estados extraordinarios de excepción al conjunto de actos y hechos, 
que tienen como efecto inmediato la concentración del poder y que al amparo de la 
Constitución ejecutan los gobernantes, de manera rápida y urgente, para restablecer el 
orden y la tranquilidad amenazados o alterados por situaciones anormales o 
excepcionales que de no conjurarse a tiempo pueden significar la destrucción del 
Estado y la ruptura y extinción de la Constitución.  
En estas eventualidades se suele sacrificar la libertad y la seguridad de las personas en 
funcion de preservar la existencia del estado constitucional. La gravedad de las 
medidas exige, por ello, un seguimiento y control de los hechos tendientes a evitar que 
se cometan excesos que innecesariamente se puden producir por parte de quienes 
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ejercen el poder con facultades extraordinarias. La legitimidad de esta institución, 
denominada como dictadura constitucional, debido a que rompe el equilibrio de los 
poderes, radica en la defensa de valores superiores y en la continuidad del orden 
jurídico constitucional establecido. (p.332) 
García Toma (2013), al respecto: 
¨El Régimen de excepción hace referencia a aquellas ¨competencias de crisis¨ que la 
Constitución otorga al Estado con carácter de extraordinarias, a efectos de que este 
pueda afrontar hechos, sucesos o acontecimientos  que, por su naturaleza pongan en 
peligro el normal funcionamiento de los poderés publicos o amenacen la continuidad de 
las instituciones estatales y los principios básicos de convivencia dentro de la 
comunidad política.¨ (p.53) 
La plena vigencia de los derechos constitucionales, es una exigencia de carácter 
fundamental, no solamente por el respeto irrestricto de la dignidad humana, sino 
tambien para garantizar la plena vigencia de un estado constitucional de derecho; pero 
es de mencionar que no siempre nos podemos enmarcar ante referidos supuestos; 
sino que se pueden presentar  diversas situaciones de naturaleza anomala o 
excepcional, que pongan en un grave peligro o riezgo el normal funcionamiento del 
estado, y la plena vigencia del estado constitucional de derecho.  
Al respecto, nuestra norma constitucional, ha previsto en su Título IV, Capítulo VII, 
artículo 137º aquella regulacion especial, referida a los  Regímenes de Excepcion 
(¨Estado de emergencia¨ y ¨Estado de sitio¨); el cual se declarará según sean las 
circunstancias de peligro o anormalidad, que se haya presentado al momento de la 
aplicacion de referidas medidas; y es en cuanto al mismo que es de mencionar ante 




El ¨estado de emergencia¨ se declarará ante aquella situación que genere una grave 
perturbación de la paz o del orden interno (catastrofes o graves situaciones que 
afecten la vida de la Nación); teniendo como principales efectos, aquella restricción o 
suspensión de cuatro derechos fundamentales (libertad o seguridad personales, 
inviolavilidad de domicilio, libertad de tránsito y libertad de reunión). 
Por otro lado tendremos el ¨Estado de sitio¨, que se declarará, ante una situación de 
mayor gravedad (invasión, guerra exterior, guerra civil o peligro inminente que se 
produzcan); teniendo como principales efectos a diferencia del anterior, que aquí la 
constitución exigirá, que se emumeren que derechos fundamentales son los que no se 
restringen o suspenden; entendiendose que los demas quedaran suspendidos o 
restringidos durante la duracion de dicha medida. Es de advertir, que una de las 
caracteristas de referidos estados de excepción, es su aspecto temporal, el cual por 
norma constitucional se regirá por un plazo no mayor de 60 dias para el estado de 
emergencia y de 45 dias para el estado de sitio. 
Y por ultimo es de necesario mencionar, que si bien es cierto durante la vigencia de los 
regímenes de excepción se suspenderán algunos derechos de naturaleza fundamental, 
no sucederá lo mismo, respecto del ejercicio de los procesos de garantia 
constitucional,  a através por el cual se controlará la legitimidad del desarrollo procesal 
y la debida aplicación de los principios de razonabilidad y proporcionalidad, respecto a 
las causas que originaron la detencion y/o restricción de la libertad personal.  
Nuestro caso en particular no se ajusta al supuesto desarrollado en el apartado en 
singular, en tanto que, esta solo se puede suscitar, cuando la afectacion y/o 
vulneracion de la libertad indivial, se originó, durante la vigencia de los referidos 
regimenes de excepcion; situación que no se sucito en nuestro caso en particular. 
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      5.3 JURISPRUDENCIA DE LOS ÚLTIMOS 5 AÑOS RELACIONADOS A LA  
 MATERIA 
 
5.3.1 DERECHO FUNDAMENTAL A LA LIBERTAD PERSONAL 
 ¨En el caso de la libertad personal, como derecho contenido de la libertad 
individual, reconocido en el artículo 2, inciso 24, de la Constitución, tiene un doble 
carácter a saber. "En tanto que atributo subjetivo, ninguna persona puede sufrir una 
limitación o restricción a su libertad física o ambulatoria, ya sea mediante 
detenciones, internamientos o condenas arbitrarias. Como atributo objetivo cumple 
una función institucional en la medida en que es un elemento vital para el 
funcionamiento del Estado social y democrático de derecho, pues no sólo es una 
manifestación concreta del valor libertad implícitamente reconocido en la 
Constitución, sino que es un presupuesto necesario para el ejercicio de otros 
derechos fundamentales. ¨ 
EXP. N° 04780-2017-PHC/TC Lima / Fundamento 27 




5.3.2 OBJETO DE PROTECCIÓN DEL PROCESO DE HÁBEAS CORPUS. 
¨Conforme al mandato constitucional, el proceso de hábeas corpus tiene por objeto 
la protección del derecho fundamental a la libertad personal y derechos conexos a 
esta. No cualquier reclamo que alegue afectación del derecho a la libertad 
individual o derechos conexos puede reputarse efectivamente como tal y merecer 
tutela, pues para ello es necesario que el juez constitucional analice de modo 
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previo si los actos denunciados intervienen en el contenido constitucionalmente 
protegido de los derechos tutelados por el hábeas corpus. ¨ 
EXP. N° 01159-2014-PHC/TC Lima / Fundamento 2 




5.3.3 FINALIDAD DEL PROCESO DE HÁBEAS CORPUS 
¨De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1 del Código Procesal Constitucional, 
tanto el proceso de habeas corpus como el resto de procesos de tutela de 
derechos constitucionales, tienen por finalidad restablecer el ejercicio de un 
derecho constitucional o finiquitar una amenaza contra este, es decir, tienen una 
finalidad eminentemente restitutoria, por lo que, si luego de presentada la demanda 
cesa la agresión o amenaza de violación del derecho invocado, no existe la 
necesidad de emitir pronunciamiento de fondo al haberse producido la sustracción 
de la materia.¨ 
EXP. Nº 04946-2015-PHC-TC Lima / Fundamento 2 




5.3.4 EL HÁBEAS CORPUS Y LA SUSTRACCIÓN DE LA MATERIA 
¨El Código Procesal Constitucional regula dos supuestos para que la sustracción de 




En el primer caso, el segundo párrafo del artículo 1º refiere que “Si luego de 
presentada la demanda cesa la agresión o amenaza por decisión voluntaria del 
agresor, o si ella deviene en irreparable, el Juez, atendiendo al agravio producido, 
declarará fundada la demanda precisando los alcances de su decisión (…)”. Como 
se aprecia del mismo, la norma establece que, dependiendo del agravio, el juez 
puede declarar fundada la demanda, pero no dice que otra u otras alternativas 
tiene el juzgador –atendiendo justamente a la naturaleza de aquél–. Frente a ello, 
jurisprudencialmente este Tribunal ha declarado la sustracción de la materia, 
teniendo presente o el cese de la amenaza o agresión, o la irreparabilidad de la 
agresión. 
En el segundo caso, el artículo 5º.5 precitado precisa que la demanda es 
improcedente cuando ¨ A la presentación de la demanda ha cesado la amenaza o 
violación de un derecho constitucional o se ha convertido en irreparable¨.  
Como se advierte en ambos casos, estamos frente a situaciones en las que o la 
agresión o amenaza ha cesado, o se ha convertido en irreparable, lo que 
obviamente debe ocurrir antes de que se haya emitido sentencia resolviendo la 
pretensión planteada en cada caso. ¨ 
EXP. Nº 00791-2014-PA/TC Lima / Fundamento 8-9 




5.3.5 SOBRE LA AFECTACIÓN DEL PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE LA NO      
          PRISIÓN POR DEUDAS 
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¨El artículo 2°, inciso 24), literal c, de la Constitución Política del Perú prescribe, 
como uno de los contenidos constitucionalmente garantizados de la libertad y 
seguridad personal, que no hay prisión por deudas, y que este principio no limita el 
mandato judicial por incumplimiento de deberes alimentarios. 
Al respecto, este Tribunal ha sostenido que “cuando el citado artículo prohíbe la 
prisión por deudas, con ello se garantiza que las personas no sufran restricción de 
su libertad locomotora por el incumplimiento de obligaciones, cuyo origen se 
encuentra en relaciones de orden civil. La única excepción a dicha regla se da, 
como la propia disposición constitucional lo señala, en el caso del incumplimiento 
de deberes alimentarios (...). Sin embargo, tal precepto –y la garantía que ella 
contiene- no se extiende al caso del incumplimiento de pagos que se establezcan 
en una sentencia condenatoria. En tal supuesto, no es que se privilegie (...) el 
carácter disuasorio de la pena en desmedro de la libertad individual del condenado, 
sino, fundamentalmente, la propia eficacia del poder punitivo del Estado y los 
principios que detrás de ella subyacen, como son el control y la regulación de las 
conductas de acuerdo con ciertos valores y bienes jurídicos que se consideran 
dignos de ser tutelados” 
EXP. Nº 03657-2012-PHC/TC Lima / Fundamento 2.4 











La discusión en el presente caso, gira en torno a la demanda de hábeas corpus 
interpuesta por el Sr. Enrique Vargas Otero, contra el Director de la Clínica Instituto 
Oncológico Miraflores S.A., a fin de que se disponga la inmediata libertad de la Sra. 
Consuelo Sifuentes Mata, por cuanto estaría siendo víctima de una indebida e 
injustificada restricción de su libertad individual, debido a la falta de pago de los 
gastos generados por su tratamiento médico en la referida clínica.  
 
Al respecto, el Décimo Octavo Juzgado Penal de Lima, declaró fundada la demanda 
de hábeas corpus interpuesta a favor de la Sra. Consuelo Sifuentes Mata, en vista 
que, realizada la diligencia de verificación de los hechos, se pudo concluir que la 
beneficiada estaría siendo víctima de una restricción de su libertad individual, por 
cuanto, pese a encontrarse con orden de alta médica, se le impidió su salida hasta no 
cumplir con cancelar el íntegro de la deuda generada por su tratamiento médico.  
 
Por su parte, La Sexta Sala Especializada en lo Penal Para Procesos Con Reos 
Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima, no coincidió con los fundamentos que 
motivaron la resolución del A quo,  pues de los informes médicos ofrecidos por el 
demandado, concluyó que la permanencia de la beneficiada con posterioridad  a la 
orden de alta médica se debió al tratamiento médico (transfusión sanguínea) que 
recibía y no porque se haya condicionado su salida al pago íntegro de los gastos 
generados por su tratamiento médico. 
 
La Sala Segunda del Tribunal Constitucional concluyó que el procedimiento existente 
en la clínica emplazada para que un paciente pueda salir de alta, supone que 
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previamente se efectúen los pagos correspondientes por el tratamiento médico 
recibido, que la beneficiada no pudo salir de las instalaciones de la referida clínica, 
incluso después de haber concluido el tratamiento médico recibido (transfusiones de 
sangre), por lo que se produjo una clara afectación de su libertad individual y, 



















Del análisis y evaluación de nuestro caso en particular, se pueden establecer las 
siguientes conclusiones:  
 La demanda de hábeas corpus fue una medida idónea y correcta a efectos de 
proteger, tutelar y restablecer el derecho a la libertad individual de la 
beneficiada, en cuanto que, interpuesta la demanda; y, realizada la diligencia de 
verificación de los hechos, el A quo en aplicación del principio de inmediación 
pudo advertir de manera objetiva, que la beneficiada se encontraba  retenida en 
contra de su voluntad, con la única justificación de no haber cumplido con 
cancelar el integro de la deuda generada por su tratamiento médico. Al 
constituir una medida ilegítima e ilegal, ordenó la inmediata libertad de la 
beneficiada.  
 El Tribunal Constitucional dio criterios que nos permiten diferenciar una 
vulneración del derecho a la libertad individual, ya sea por actos provenientes 
de una detención, o una restricción de la misma. En tal sentido, una detención 
conlleva aquellos supuestos vinculados a una privación de la libertad, por las 
causas explícitamente previstas en el literal f inc. 24 artículo 2º de nuestra carta 
fundamental (flagrante delito y/o mandato escrito y motivado por el juez); y, una 
restricción de la libertad individual, aquellos supuestos que no llegando a 
configurar una detención, representan una restricción, alteración, obstrucción u 
amenaza del ejercicio pleno del derecho a la libertad individual  de las 
personas. 
 El caso muestra una efectiva protección del derecho reconocido en el literal c 
inc. 24 artículo 2º de nuestra carta fundamental, que prohíbe la no prisión por 
deudas, salvo aquellos casos que se deriven por mandato judicial, ante el 
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incumplimiento de deberes alimentarios. En tal sentido, si bien nos 
encontrábamos ante una obligación cuyo reclamo era legítimo y legal, como 
bien precisó el Tribunal Constitución en su sentencia recaída a nuestro caso en 
particular, el medio que se utilice para hacer efectivo su pago, bajo ninguna 
forma debería de consistir en aquellos actos que generen una restricción a la 
libertad individual de las personas. 
 Respecto a la competencia del Tribunal Constitucional para emitir un 
pronunciamiento sobre el fondo del asunto, éste sí sería competente para tal 
pronunciamiento, en vista que, no estamos ante los supuestos establecidos en 
el inc. 5 artículo 5; y, segundo párrafo del artículo 1 del código procesal 
constitucional, en cuanto que, en el primer supuesto, a la presentación de la 
demanda aún seguía existente la vulneración del derecho incoado; y, en el 
segundo supuesto, el cese de la vulneración no cesó por la decisión voluntaria 
del agresor, sino por los efectos consecuentes de la sentencia estimatoria de 
primera instancia. Sin embargo, es de mencionar que, de manera excepcional, 
pese a haberse producido la sustracción de la materia, atendiendo la magnitud 
del agravio producido, el Tribunal Constitucional podrá emitir sentencia sobre el 
fondo del asunto, tal como lo ha establecido en su diversa jurisprudencia 










 Se recomienda una permanente capacitación, al personal que labora en los 
centros de salud (públicos y privados), a efectos de contar con un conocimiento, 
que coadyuve al respeto irrestricto de los derechos fundamentales de las 
personas, así como también, prever la comisión de actos futuros que puedan 
vulnerar y/o mancillar el derecho de los pacientes y las personas en general. 
 
 Tener en cuenta que una privación o restricción del derecho a la libertad 
individual, solo procede por causas expresamente previstas por la ley, de estar 
ante un supuesto distinto o contrarios a la ley, cualquier persona en el ejercicio 
pleno de su defensa, podrá interponer una demanda de hábeas corpus, a fin de 
proteger, tutelar y restablecer el derecho incoado. 
 
 Resulta importante evaluar adecuadamente la supuesta privación y/o restricción 
de la libertad individual, a fin de establecer qué tipo de hábeas corpus se sujeta 
al caso en particular, en la medida que, este posibilitara una eficaz tutela 
jurisdiccional, respecto al proceso que se ha de aplicar, según sean los hechos 
vulneradores del caso en singular. 
 
 Considerar que este es un recurso rápido y efectivo para tutelar el derecho a la 
libertad individual de las personas, en cuanto que, debido al carácter urgente 
que caracteriza al proceso en particular (hábeas corpus), todos los Jueces o 
magistrados deberán de tramitarlos con prelación a otros asuntos; aunada al 
hecho que este proceso se puede ejercitar sin mayores exigencias de 
formalidad, y sin la obligatoriedad de contar con la defensa de un abogado.  
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